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Prólogo


 Se encuentran ustedes ante un excelente trabajo de María García Casas.  Este libro es el resultado de sus estudios de doctorado en la Facultad de Derecho de la UAM, donde se incorporó en octubre de 2016 como profesora ayudante del Área de Derecho Internacional Público. La tesis fue defendida el 29 de octubre de 2021 en dicha Facultad ante un tribunal excepcional, formado por los profesores doctores Dña. Paz Andrés Sáenz de Santa María, D. Alejandro Saiz Arnaiz, D. Carlos Espósito Massici y D. Eduardo Ferrer Mac-Gregor, bajo la presidencia del profesor doctor D. Antonio Remiro Brotóns que, como sólo él sabe hacerlo, vistió de gala el acto de la defensa. A todos ellos, mi más profundo agradecimiento por aceptar mi propuesta de formar parte de la comisión que debía juzgar la tesis. Fue un verdadero lujo y también un honor poder contar con cada uno de ellos.

Desde su incorporación a la UAM, María García Casas tenía muy claro que quería trabajar sobre la justicia transicional. El conocimiento de que las transiciones a la paz y a la democracia llevaban casi dos décadas ocupando las agendas de las organizaciones internacionales había llamado su atención y ella se preguntaba cuál era el efecto que estaba generando ese esfuerzo institucional de la sociedad internacional. Su mirada hacia la justicia transicional era diferente. No buscaba una propuesta equilibrada sobre el binomio justicia y paz que —en su caso— reconforte a los Estados en procesos de transición para otorgarles su espacio. Más bien al contrario, desde la convicción de que el ordenamiento internacional y sus instituciones pueden y deben ser instrumentos esenciales para la construcción de una paz duradera y estable en los Estados en transición, buscaba responder a la pregunta sobre si el ordenamiento internacional había dibujado ya los límites de lo que puede hacer —y no hacer— un Estado en su transición hacia la construcción de un Estado de Derecho y hacia la paz. Desde el principio, se formuló ciertas preguntas que yo acepté como premisa de la tesis: ¿Existe un Derecho internacional de la justicia transicional? ¿Puede afirmarse que el ordenamiento internacional impone ya a los Estados unas obligaciones en esos contextos, cuyo cumplimiento es susceptible de control controlable desde ese prisma?

En coherencia con lo expuesto, la doctora García Casas lleva a cabo una investigación en la que su propuesta se dirige a defender una interacción entre el Derecho internacional y la justicia transicional. No pretende invadir el espacio del Estado en transición, pero entiende que la experiencia ha demostrado la tendencia casi inevitable de ese Estado —que quiere inmediatez en su proceso— hacia medidas que favorecen la impunidad, una escasa reparación de las víctimas y una falta de investigación de la verdad. Así las cosas, propone fomentar la intervención del ordenamiento internacional, en la medida en que el desarrollo del Derecho internacional de los derechos humanos y del Derecho penal internacional lo permite, pues ambos crecen favoreciendo la tendencia contraria. María García Casas apuesta por más Derecho internacional. Hoy, en los tristes días de la invasión de Ucrania por Rusia, se refuerza la idea —a mi parecer— de que es necesario más Derecho Internacional, pues sólo así pueden acabar los nacionalismos. También la crisis de la COVID 19 nos puso delante de una evidencia del mismo corte: la necesidad de lo multilateral. El interrogante que ahora se cierne sobre nosotros, los ciudadanos, es si a pesar de la demostrada necesidad de lo multilateral para superar las crisis, serán los Estados capaces de reformular el ordenamiento internacional para que funcione en esos términos.

A lo largo de su trabajo, la doctora García Casas pone de relieve que el éxito de un proceso transicional está inevitablemente unido a la herencia que posea el Estado en transición. La autora expone que Europa es el mejor ejemplo de ello, pues los países del centro y del este de este continente han protagonizado transiciones en un contexto muy distinto al que enmarca las transiciones en América Latina o en África: contaban con un fuerte aparato estatal, una ausencia de facción armada activa con quien negociar la paz y una vecina Europa occidental que bascula en torno a los valores de la democracia liberal y del Estado de Derecho, haciendo correr vientos favorables a una transición más justa y reparadora. En esos contextos, las obligaciones impuestas por el Derecho Internacional de los derechos humanos tuvieron un notable impacto y el Consejo de Europa actuaba con mayores probabilidades de éxito. El sistema regional de protección de los derechos humanos fue el órgano controlador de las medidas adoptadas por los Estados en transición, quienes acataban sus pronunciamientos movidos por el deseo de formar parte de la UE, algo que comportaría un crecimiento económico a medio y largo plazo. Así, hemos llegado a declaraciones como la reciente: Rusia pone a prueba el milagro económico de Europa del Este. La entrada en la UE hace 18 años ha impulsado el crecimiento en los países del antiguo bloque soviético.../ ...Los resultados están ciertamente cerca de las expectativas más optimistas que se manejaban durante las negociaciones para la ampliación de 2004 (EL PAIS, 27 de febrero de 2022).

Para María García Casas son precisamente esas transiciones las que cambian la tendencia. La Guerra Fría y un Derecho internacional de los derechos humanos en incipiente desarrollo impidieron que el modelo de los tribunales penales internacionales de Núremberg y Tokio se impusiera y, mientras duró la Europa de bloques, las transiciones se circunscribieron a procesos de ámbito nacional. La caída del bloque del Este propició innumerables resoluciones y documentos de organizaciones internacionales sobre la justicia transicional —que están minuciosamente analizados en el trabajo de la doctora García Casas— y, de su mano, se identifica un marco normativo elaborado a lo largo de tres décadas. La autora localiza el consenso de la sociedad internacional en torno a contenidos concretos.

El primero que cabe destacar es la prohibición de las amnistías en los casos de violaciones graves de derechos humanos, prohibición que comporta el acceso de las víctimas a la justicia, arraigado en el derecho de acceso a la jurisdicción. Primero como consecuencia de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CtIDH) en el asunto Barrios Altos c. Perú (2001), apoyado después por el Comité contra la Tortura y la Comisión africana de Derechos Humanos y de los pueblos —que condenó la amnistía aprobada en Zimbabue—, siendo finalmente el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) el que hizo lo propio en el asunto Marcus contra Croacia (2014). La autora se detiene también en la aprobación de amnistías frente a delitos que no constituyen violaciones graves —entiéndanse delitos políticos o violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales—, y pone de relieve el vínculo de estas amnistías con las obligaciones de los amnistiados de contribuir al esclarecimiento de la verdad. En relación con la reparación, el trabajo clarifica dos elementos relevantes: por un lado, el consenso sobre la identificación del Estado como responsable subsidiario, que deberá hacer frente a la reparación debida por los autores de las violaciones graves de derechos, cuando éstos sean incapaces o incumplan su obligación. Por otro lado, la obligación de armar programas de reparación nacional que, en ocasiones, han sido objeto de control por los tribunales regionales de derechos humanos, de la mano del derecho a la propiedad. También la obligación de preservar archivos y pruebas, que puedan satisfacer la pretensión de los interesados en conocer la verdad sobre los hechos acaecidos es una obligación especialmente promovida por la CtIDH y ya aceptada por la sociedad internacional. Finalmente, el Estado de Derecho como modelo de las reformas institucionales que deben implementarse tampoco se discute. Resulta muy interesante el capítulo cuarto del trabajo, en el que analiza el comportamiento de una selección Estados en transición en las dos últimas décadas y confirma que aquél responde a los contenidos específicos de las resoluciones de las organizaciones internacionales.

El trabajo es extremadamente rico en su parte dedicada al análisis de la jurisprudencia de los órganos de protección de los tratados de derechos humanos. La doctora García Casas primero identifica el mérito de su intervención, no prevista en las normas convencionales que los crearon. Siendo este el primer elemento destacable e interesante, lo es también que la autora vaya identificando —de la mano de los tribunales regionales de los derechos humanos— los derechos humanos en juego en la justicia transicional: el deber estatal de conceder un recurso efectivo —si bien no necesariamente tiene que ser un recurso en la jurisdicción penal—; la obligación de reparar vinculada a ese recurso efectivo; el derecho a conocer la verdad asociado al derecho de acceso a la información en la CtIDH y a la vertiente procesal del derecho a la vida para el TEDH. No quede sin mencionar la importante labor que llevan a cabo estos tribunales regionales cuando indican a los Estados qué medidas generales deben adoptar para poner fin a las causas estructurales de la vulneración de derechos, siendo así que estos órganos de protección colaboran con la implementación de reformas institucionales como garantía de no repetición de las violaciones ocurridas. Ella los denomina mecanismos de choque y los concreta en las sentencias piloto del TEDH y el control de cumplimiento de las sentencias de la CtIDH a futuro.

La doctora García Casas reúne en un solo trabajo de investigación el análisis de la práctica estatal, del ingente cúmulo de resoluciones de organizaciones internacionales sobre justicia transicional, de la jurisprudencia de los tribunales regionales de derechos humanos, de los pronunciamientos de los Comités de Derechos Humanos de Naciones Unidas y de los desarrollos de la justicia penal internacional, vinculados no solo a la Corte Penal internacional sino también a los tribunales penales internacionales creados por Naciones Unidas. Es, para mí, la obra que más y mejor sistematiza en nuestro país todo lo que impacta sobre la justicia transicional, identificando en el trabajo el papel de cada actor. Será por ello, inevitablemente, obra de referencia para investigar sobre justicia transicional.

Yo me convertí en su directora de tesis doctoral por motivos entre los que el azar no fue ajeno. Como nos pasa muchas veces en la vida, hoy agradezco muy sinceramente al azar esa bondad. La doctora García Casas es, además de una excelente profesora universitaria, una mujer en la que conviven sin duda virtudes como la inteligencia, la serenidad, la capacidad de trabajo y un carácter extremadamente convivencial. Le deseo y auguro un excelente futuro académico y estoy segura de que mis compañeros del Área del Derecho Internacional Público y muchos de la Facultad de Derecho de la UAM me secundan en ese sentir, porque ella se lo gana cada día.

 

Madrid, 1 de marzo de 2022

 

Prof. Dra. Cristina Izquierdo Sans

Universidad Autónoma de Madrid
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	Comisión de Derecho Internacional



	CEDH
	
Convenio Europeo de Derechos Humanos



	CEH
	Comisión para el Esclarecimiento Histórico



	CIJ
	Corte Internacional de Justicia



	CPI
	Corte Penal Internacional



	CtIDH
	Corte Interamericana de Derechos Humanos



	DESC
	Derechos Económicos, Sociales y Culturales



	DIH
	Derecho internacional humanitario



	FARC–EP
	Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia–Ejército del Pueblo



	FFMLN
	Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional



	JEP
	Jurisdicción Especial para la Paz



	PIDCP
	Pacto Internacional por los Derechos Civiles y Políticos



	PIDESC
	Pacto Internacional por los Derechos Económicos, Sociales y Culturales



	PIR
	Programa Integral de Reparaciones



	TEDH
	Tribunal Europeo de Derechos Humanos



	TPIY
	Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia



	UNMIK
	Administración Provisional de Naciones Unidas en Kosovo



	OTAN
	Organización del Tratado del Atlántico Norte



	ONU
	Organización de Naciones Unidas



	LLTE
	Liberation Tigers of Tamil Eelam



	EULEX
	Misión de la Unión Europea por el Estado de Derecho en Kosovo



	UNTAET
	Administración Transicional de Timor Oriental



	MINUSCA
	Misión de Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en la República Centroafricana










Presentación


 La transición de un país a la paz tras el fin de un conflicto armado, o su paso de un determinado régimen político a otro, son fenómenos que han estado siempre presentes a lo largo de la vida de los Estados. Sin embargo, estos procesos empiezan a ser objeto de estudio a partir de que algunos sectores de la academia y colectivos defensores de los derechos humanos se plantean cuestiones acerca de las complejidades inherentes a los momentos de transición, los desafíos que suponen para las sociedades y, específicamente, las maneras de hacer frente a las violaciones de derechos humanos ocurridas durante la guerra o el régimen represivo. El elemento fundamental que preocupa en el estudio de las transiciones es hacer justicia y conseguir que los responsables rindan cuentas por los hechos cometidos, aunque las transiciones a la paz y a la democracia también se han abordado desde perspectivas distintas, como la antropología, la filosofía o la ciencia política, pero estas no constituyen el objeto de este trabajo. Por el contrario, lo que se pretende en esta obra es determinar cuál es el marco normativo internacional de la justicia transicional, entendiendo por esta la variedad de procesos y medidas encaminados a dar respuesta a las graves violaciones de derechos ocurridas en el transcurso de un conflicto armado o de un régimen represivo. Esta definición parte de la empleada por el documento marco de Naciones Unidas acerca de la justicia de transición —el Informe del Secretario General del año 2004, que se analizará detenidamente en esta obra— y de la definición de una de las voces más autorizadas de la literatura referente a la justicia transicional, R. TEITEL (1) .

Las obligaciones de los Estados que atraviesan procesos de justicia transicional no están, en su conjunto, regulados por el Derecho internacional convencional (2) . Si bien es cierto que algunas de las obligaciones internacionales existentes son aplicables en procesos de transición, se ha hablado de una modificación de su contenido en atención a las particularidades de estos procesos y de deberes específicos de los Estados en transición que exceden las disposiciones convencionales.

En el ámbito de las transiciones a la paz es más llamativa la ausencia de regulación puesto que el desarrollo de las hostilidades, aunque sean parte de un conflicto armado no internacional, está regulado por el Derecho internacional humanitario o ius in bello y, sin embargo, no podemos encontrar disposiciones convencionales que se refieran al ius post bellum (3) . Si bien es cierto que los conceptos de ius post bellum y justicia transicional son distintos, la diferenciación entre ambos nos sirve para determinar, en cierta medida, la normativa aplicable a la justicia transicional. J. IVERSON (4)  señala, como diferencia fundamental entre ambos conceptos, que el ius post bellum siempre está asociado al fin de un conflicto armado, mientras que la justicia transicional lo está a un cambio de régimen —que también puede tener lugar tras un conflicto armado— en el que se hace frente a violaciones de derechos humanos. Es posible que tras un conflicto armado no haya un cambio de régimen o, incluso, que no hayan tenido lugar violaciones significativas de derechos humanos; en estas circunstancias no sería aplicable la justicia transicional sino el ius post bellum. Así, la justicia transicional es, básicamente, una respuesta (más correctamente, un conjunto de respuestas) a las violaciones de derechos humanos en el contexto de un cambio de régimen. El ius post bellum, por el contrario, cubre un ámbito más amplio, afectando también a las normas que regulan propiamente el conflicto armado, el derecho medioambiental, la responsabilidad del Estado más allá de los derechos humanos, el reconocimiento de los Estados y gobiernos, etc. (5) .

Pese a no ser objeto de ninguna norma convencional, la realidad es que son muy numerosas las referencias a la justicia transicional por parte de distintos actores de la sociedad internacional. La dispersión de estas referencias evidenciaba la necesidad de sistematizarlas para entender cómo la interacción entre el ordenamiento internacional, las resoluciones de las organizaciones internacionales y la jurisprudencia internacional incide en la práctica de las transiciones en la realidad.

P. DE GREIFF (6)  interpreta la falta de sistematización en la materia como una muestra de la debilidad del consenso alcanzado al respecto (7) ; sin embargo, a la vista de la práctica estatal de las últimas décadas, entendemos que ese consenso existe y es consistente, aunque falten esfuerzos de sistematización de este sector del ordenamiento internacional. Esta carencia ha sido puesta de manifiesto ante el Consejo de Seguridad que, en febrero de 2020, celebró un debate acerca de la justicia transicional a instancias de la presidencia del Consejo quien, con vistas a su preparación, circuló una nota conceptual en la que se apuntaba como uno de los desafíos más acuciantes de la justicia transicional en la actualidad, la falta de sistematización:

«A particular challenge is that knowledge of the four different components of transitional justice —truth, justice, reparation, and guarantees of non-recurrence— is scattered across fields and disciplines and is therefore rarely deployed in a broad, systematic and interdisciplinary manner. Moreover, different actors, including different United Nations entities, frequently deal with separate components of transitional justice. Although the Secretary-General, in his 2010 guidance note, provided a series of suggestions to encourage coherence and a comprehensive approach, different components of transitional justice are still often developed separately, without regard for joint analysis and an overarching strategy» (8) .


Esta preocupación discutida en el Consejo de Seguridad confirmaba que es necesaria una sistematización de las referencias a la justicia transicional. Se ha escrito mucho sobre ella, sobre la eficacia de las medidas adoptadas en algunos casos, sobre los postulados sobre los que se asienta la visión de Naciones Unidas, pero falta claridad.

La preocupación de los actores de la sociedad internacional por las transiciones surge a finales del siglo XX, en un contexto de desarrollo del Derecho internacional de los derechos humanos y del Derecho penal internacional. Las numerosas transiciones a la paz y a la democracia que tuvieron lugar en América Latina, África y Europa atrajeron la atención de los académicos y de las organizaciones internacionales. A pesar de que los tribunales de Nuremberg y Tokio habían inaugurado la justicia penal internacional y aunque, durante los años 70 y 80, los Estados expandieron sus compromisos convencionales para la protección de los derechos humanos, la realidad de las transiciones ocurridas en la década de los 90 en América Latina y África mostraba el recurso frecuente a las amnistías y la ausencia de investigaciones y reparaciones a las víctimas de violaciones graves de derechos humanos. Por el contrario, los países del centro y este de Europa que estrenaban regímenes democráticos, impulsaron medidas de justicia y de depuración de sus instituciones, a la luz del Estado de derecho, movidos por su intención de integrarse en las organizaciones internacionales europeas. En esta tarea, encontraron en el Derecho internacional la llave para lograr la persecución de crímenes que no estaban tipificados en el momento de su comisión, a través de la interpretación judicial y de reformas legislativas. Sin perjuicio de ello, las transiciones del continente europeo tampoco estuvieron exentas de graves problemas, como la vulneración de derechos humanos ocasionadas por las propias medidas de justicia transicional, la ineficacia de muchas de las reformas acometidas que siguen lastrando a algunos Estados en la actualidad o el terrible proceso de desintegración de la antigua Yugoslavia.

Es en este contexto en el que las transiciones a la paz y a la democracia empiezan a ocupar las agendas de las organizaciones internacionales, siendo las primeras Naciones Unidas y el Consejo de Europa, movidas por dos preocupaciones principales: evitar la impunidad en la mayor medida posible y garantizar el derecho a la reparación de las víctimas. Hacia el año 2000, apenas quedaban organizaciones internacionales que no se hubieran pronunciado, con mayor o menor detenimiento, sobre los deberes de los Estados en transición, coincidiendo en que la justicia transicional debe sostenerse sobre cuatro pilares fundamentales: la justicia, la verdad, la reparación y las reformas institucionales.

De forma paralela al trabajo de las organizaciones internacionales la doctrina emprendió estudios sobre la justicia transicional. Concretamente, presentaba un gran interés entre los internacionalistas la determinación del alcance de la obligación estatal de investigar y perseguir las violaciones de derechos humanos, debido a la acumulación de transiciones y la aprobación de numerosas amnistías en esa época. Sobre este particular vamos a destacar algunas de las contribuciones principales de la doctrina, de las que se deduce un interés manifiesto en identificar la prohibición de amnistiar en el Derecho internacional general. El primer trabajo reseñable es el artículo de N. ROHT ARRIAZA (9) , publicado en 1990, dedicado a la responsabilidad internacional del Estado de investigar y perseguir las violaciones graves de derechos humanos. La autora trató de identificar esa obligación en el Derecho internacional consuetudinario y su análisis de las normas convencionales, la práctica estatal, las declaraciones de los representantes estatales y las resoluciones, arrojó resultados poco concluyentes (10) . Sin embargo, explica que esas pruebas de práctica, aunque fueran dispares, serían suficientes para determinar la existencia de una norma consuetudinaria que obligue a los Estados a investigar y perseguir las violaciones graves de derechos humanos, por ser esta una norma con un sustrato moral evidente y por su previsible contribución al orden internacional. En definitiva, predomina el interés por constatar la existencia de una norma en ese sentido antes que el respeto a las normas de identificación del Derecho internacional consuetudinario.

En una fecha cercana, D. ORENTLICHER (11)  se pregunta también si la obligación de castigar pesa sobre los Estados que acaban de alcanzar la democracia y reflexiona sobre la oportunidad de hacerlo, las consecuencias que produce —en comparación con la decisión de amnistiar— y trata de identificar si el Derecho internacional obliga a castigar incluso en circunstancias de transición. Acaba determinando que el Derecho internacional general sí obliga a los Estados a castigar violaciones serias de la integridad física —entendiendo por ello las torturas, las desapariciones y los homicidios ilegales y excluyendo otros atentados contra la integridad física que sí están recogidos en las convenciones regionales de derechos humanos—. No obstante, cree que el cumplimiento de esa norma consuetudinaria no implica la persecución de todos y cada uno de los responsables. Dicho de otro modo, un Estado solo vulneraría esa norma si permitiera u optara por una impunidad total (12) . La autora llega a esta conclusión tras constatar la reiteración del deber de perseguir en las normas convencionales que integran el Derecho internacional de los derechos humanos y en aquellas que estaban en proceso de negociación, por tanto, tampoco hay un examen pormenorizado de la opinio iuris y la práctica estatal al respecto. De estas dos aportaciones podemos concluir que, a pesar de sus intentos, no puede ignorarse que, al tiempo de realizar sus investigaciones, la práctica estatal no era suficiente para identificar una norma consuetudinaria que obligara a los Estados a perseguir y sancionar las violaciones graves de derechos humanos.

Esto es lo que argumenta M. SCHARF (13)  en un artículo publicado en 1996, que es la tercera contribución que queremos destacar. Su trabajo estaba dedicado específicamente a identificar el alcance de la supuesta obligación de perseguir y castigar y, como consecuencia, a la compatibilidad de las amnistías con el Derecho internacional. En esas páginas, el autor asegura que la práctica observada no permite concluir que en el Derecho internacional consuetudinario existiera entonces una norma que prohibiera las amnistías frente los crímenes contra la humanidad. A pesar de las numerosas resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas llamando a su persecución —y al margen de las obligaciones de perseguir previstas en algunas normas convencionales (14) — el autor señala que la obligación de perseguir no puede deducirse aún de la práctica estatal (15) . Como refuerzo de este matiz —aún— aclara que sí hay un reconocimiento creciente de que los Estados deben hacer algo para dotar de contenido a los derechos humanos protegidos en las convenciones regionales y en los pactos de Naciones Unidas, aunque ese «algo» no sea necesariamente una persecución en el orden penal e introduce como alternativas el establecimiento de comisiones de investigación que identifiquen víctimas y perpetradores, sanciones no penales y otros recursos judiciales (16) . En el año 2003, A. CASSESE seguía manteniendo que no existía aún ninguna obligación general para los Estados de abstenerse de proclamar amnistías frente a crímenes internacionales (17) .

De forma coetánea a la labor que desarrollan las organizaciones internacionales en la identificación de las obligaciones de los Estados en procesos de transición y mientras la doctrina internacionalista continúa con sus investigaciones acerca la existencia o no de obligaciones jurídico-internacionales en tales procesos, se inicia la intervención de tribunales internacionales en los procesos de transición. La más evidente es la que se refiere a los tribunales penales internacionales, creados en su mayoría por Naciones Unidas, hasta del establecimiento de la Corte Penal internacional. La contribución de estos tribunales penales internacionales al marco jurídico de la justicia transicional es digna de mención, en tanto que ha configurado los contornos de la lucha contra la impunidad, dificultando a los Estados el ejercicio de su jurisdicción penal sin tenerlos en cuenta.

Otros tribunales internacionales que han actuado sobre las transiciones son los tribunales regionales de Derechos Humanos que han contribuido sobremanera a la reparación de las víctimas, el segundo de los pilares fundamentales de la justicia transicional. Han actuado como vías para reclamar las vulneraciones de derechos producidas por las medidas de justicia transicional de los Estados que, a menudo en su proceso de transición, se habían vinculado convencionalmente. No obstante, si bien en un momento inicial la intervención de esos tribunales regionales de Derechos Humanos estaba naturalmente configurada para contribuir, como hemos dicho a la consolidación de la obligación de reparar a las víctimas, lo cierto es que estos tribunales también han colaborado a consolidar la obligación de implementar reformas institucionales y sistémicas dirigidas a la creación de un Estado de derecho.

El interés de las organizaciones internacionales por las medidas adoptadas por los Estados en transición y el eco de estos procesos en el Derecho penal internacional y el Derecho internacional de los derechos humanos provocaron lo que hemos denominado la unión espontánea entre el Derecho internacional y la justicia transicional. Esta unión ha propiciado que, en ocasiones, se haya afirmado que hay obligaciones internacionales para los Estados en lo que respecta a la justicia transicional, sin acompañar esa afirmación con un análisis exhaustivo (18) .

Es destacable el anuncio de C. BELL (19)  del nacimiento de una «nueva ley» de la justicia transicional que prohibía la aprobación de amnistías incondicionadas para crímenes graves e instaba a los Estados a diseñar mecanismos creativos para compaginar la justicia penal con otros objetivos, como la reconciliación y el conocimiento de la verdad. Es la propia autora quien entrecomilla la expresión porque no se trata tanto de una nueva norma, como de una práctica en desarrollo cimentada sobre los estándares de soft law y la práctica de los Estados y de las organizaciones internacionales (20) . Sin embargo, reconoce que los contornos de ese deber no están claros, no está establecido qué crímenes no pueden ser amnistiados y cuáles sí; si basta con la investigación de lo ocurrido para cumplir la obligación estatal; o si es necesario un castigo efectivo de todos los responsables (21) . Realmente, el análisis que hace BELL no se basa en un estudio de los dos elementos de la costumbre internacional (práctica estatal y opinio iuris), para identificar la existencia de una norma que prohíba las amnistías; por el contrario, se apoya en las disposiciones convencionales que obligan a los Estados parte a perseguir determinadas violaciones de derechos humanos y en los documentos de Naciones Unidas, para sostener que existe un deber estatal emergente (22) . Algo similar hace R. TEITEL (23)  cuando indica que las sentencias de los órganos del sistema interamericano, del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de los comités de Naciones Unidas y de la Corte Penal Internacional, habrían dado lugar a lo que podría llamarse «right to accountability», que implicaría una serie de obligaciones estatales, como la de investigar y perseguir a los responsables de violaciones de derechos humanos o reparar a las víctimas.

En este trabajo, se pretende realizar ese análisis de la práctica estatal y de la opinio iuris que permita determinar si existen normas de Derecho internacional general que rijan los procesos de transición. Esta tarea está estructurada en cuatro capítulos, cuyo contenido va a reseñarse a continuación de forma breve. En el primer capítulo se pone de manifiesto que muchos de los elementos y acontecimientos dispersos en la sociedad internacional y en el ordenamiento internacional confluían en la elaboración del derecho internacional de la justicia transicional. En ese capítulo se colocan los elementos sobre los que se asentará la labor de sistematización del derecho internacional de la justicia transicional y se descarta que sea el ámbito de la responsabilidad internacional de los Estados donde debamos situar lo que el ordenamiento internacional prevea para las transiciones. Al incorporar los diferentes actores y elementos que existen en la sociedad internacional y que forman parte del engranaje de la justicia transicional, surge de manera natural la estructura de este libro que consiste en el estudio en profundidad de la labor de las organizaciones internacionales —previo análisis del alcance de su interacción con el ordenamiento internacional—, de las aportaciones de los tribunales internacionales y de la práctica más reciente de los Estados en procesos de Justicia transicional, bajo la mirada de la labor ya conocida de las organizaciones internacionales y los tribunales internacionales.

Por lo que se refiere al capítulo segundo, una primera mirada a las resoluciones de las organizaciones internacionales nos llevó a identificar que estas han introducido disposiciones que amplían el alcance subjetivo y objetivo de ciertas obligaciones convencionales, además de haber enunciado deberes distintos. Pese a que las resoluciones de las organizaciones internacionales, en su mayoría, no vinculan jurídicamente a los Estados, sí pueden influir en el ordenamiento internacional por su interacción con la norma consuetudinaria. Por tanto, cabía esperar que semejante cantidad de resoluciones de las organizaciones internacionales —muchas de ellas de la Asamblea General de Naciones Unidas— que son incluso citadas por los tribunales regionales de derechos humanos y por los tribunales penales internacionales en sus sentencias, hubieran interactuado con el Derecho internacional consuetudinario y esto es lo que esta obra trata de resolver (24) .

Para el planteamiento de esta tarea, ha sido imprescindible la aportación de la Comisión de Derecho Internacional (en adelante, CDI) que desde el año 2012 ha contado en su programa de trabajo con el tema de «la formación y prueba del Derecho internacional consuetudinario». En el proyecto de conclusiones elaborado por la CDI —del cual la Asamblea General tomó nota en 2018 (25) — se consigna la concepción tradicional de la costumbre internacional, cimentada en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, es decir la práctica generalmente aceptada como derecho (opinio iuris), para cuya determinación deben comprobarse, de manera separada, cada uno de los dos elementos. La constatación de ambos elementos es la que ha guiado la investigación, que ha pretendido emplear los métodos jurídicos establecidos para la determinación de las normas de derecho internacional consuetudinario, con el fin de aportar claridad sobre el estatus del marco normativo de la justicia transicional, sin predicar la obligatoriedad de normas convencionales sobre Estados que no son parte únicamente porque su universalidad parezca deseable (26) . Así, tras determinar las condiciones para que sea posible la interacción entre las resoluciones de las organizaciones internacionales y la costumbre, tratamos de identificar en ellas el elemento espiritual de la costumbre y pudimos observar la evolución de sus postulados con respecto a la justicia transicional.

En el capítulo tercero nos detenemos en las decisiones de los tribunales internacionales —específicamente de los tribunales penales internacionales y los tribunales regionales de derechos humanos— que han colaborado de forma fundamental en el desarrollo del marco jurídico de la justicia transicional. Partimos de la consideración de las decisiones de estos tribunales, por parte de la Comisión de Derecho Internacional, como medios auxiliares para la determinación de la norma consuetudinaria y encontramos que estos tribunales han contribuido a la formación del marco jurídico de la justicia transicional de distintas maneras. En el caso de los tribunales regionales de derechos humanos, y otros órganos de protección de los derechos humanos, lo han hecho dando respuesta a los asuntos enmarcados en contextos de transición y apoyando el desarrollo del Derecho internacional de los derechos humanos que influye sin duda en el comportamiento de los Estados. Por su parte, los tribunales penales internacionales que han compartido espacio temporal con las medidas nacionales de transición también han hecho valiosas aportaciones con respecto a los límites que el Derecho internacional impone a los Estados.

Contrastando las aportaciones de las organizaciones internacionales con las decisiones de los tribunales internacionales, hemos podido apuntar al año 2000 como la fecha en torno a la cual ya se puede constatar un cierto consenso acerca de las obligaciones estatales en justicia transicional. Así, el cuarto capítulo muestra los resultados de la identificación de la práctica de los Estados en transición, desde esa misma fecha, para valorar si las obligaciones estatales que se desprenden de los trabajos de las organizaciones internacionales son respetadas en la práctica por los Estados. En ese estudio de los procesos de transición más recientes, encontramos algunos cuyo diseño ha sido culminado y se encuentran implementando las medidas adoptadas y otros en los que la situación de inestabilidad dificulta enormemente los esfuerzos para poner en marcha los elementos de la transición. Estos esfuerzos nacionales en ocasiones se ven acompañados —cuando no sustituidos— por las organizaciones internacionales que, a través de sus misiones, colaboran en la aplicación del marco de la justicia transicional.

Junto con las conclusiones incorporadas al final de cada capítulo, el trabajo finaliza con unas conclusiones generales en las que se pone de manifiesto el contenido y las características del marco normativo internacional de la justicia transicional.
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Capítulo I El interés de la sociedad internacional por las transiciones


 1.  Los elementos a debate en los procesos de transición de finales del siglo XX

El interés por la justicia en el desarrollo de las transiciones es coetáneo a los múltiples procesos de cambio político que tuvieron lugar a finales de los 80 y en la década de los 90. Recordemos que durante esos años, por un lado, en los países del este y del centro de Europa colapsaron los regímenes comunistas y, por otro, en América Latina cayeron regímenes militares represivos que, en algunos casos, mantenían enfrentamientos con guerrillas insurgentes. No obstante, el primer momento de la justicia transicional como objeto de estudio es previo. R. TEITEL (1) , en su genealogía de la justicia transicional, considera que la primera fase de ésta la protagoniza el modelo de justicia que tuvo lugar tras la Segunda Guerra Mundial, en el que la justicia internacional desplazó a la nacional, siendo el Tribunal Militar Internacional de Núremberg el máximo exponente. Esta primera fase estuvo principalmente centrada en la determinación de la responsabilidad penal internacional de los individuos autores de las atrocidades cometidas durante el nazismo y el conflicto bélico. La configuración del procedimiento a seguir ante estos tribunales se hizo con arreglo al sistema del Common Law, en el que el procedimiento civil y penal están estrictamente separados, por lo que en sus estatutos no se menciona a las víctimas (2) . El estudio de las transiciones, en este contexto, tuvo lugar de manera simultánea al surgimiento del Derecho penal internacional y solo entendía necesaria la búsqueda de la justicia, entendida como la persecución y enjuiciamiento de los responsables, sin prestar atención a la reparación de las víctimas.

Este modelo, orientado a la justicia penal internacional, no imperó en las experiencias de transición que tuvieron lugar en la década de los 80, que se caracterizaron por ser exclusivamente nacionales y por dirigirse, de distintas maneras, a las víctimas. D. ORENTLICHER (3)  indica que la elevada fricción que trajo consigo la Guerra Fría abocó a los Estados a evitar el camino iniciado en Nuremberg y a no cuestionar el cumplimiento de obligaciones de derechos humanos por parte de otros Estados, por si ello pudiera elevar aún más la tensión internacional. A pesar de la falta de continuidad, la experiencia de los primeros tribunales penales internacionales marca realmente un hito en la comprensión de las transiciones, del que nos habla TEITEL: «the greatest legacy of the Nuremberg precedent is that the question of state accountability would never again be confined within national borders but instead, would be a matter of international import» (4) . En definitiva, las transiciones no son una cuestión nacional y la comunidad internacional tiene interés en cómo se desarrollan, por estar vinculadas a las violaciones de derechos humanos y a los crímenes internacionales.

Por lo que se refiere a la segunda fase de la genealogía de la justicia transicional que, de acuerdo con la clasificación de TEITEL, comprende las últimas décadas del siglo XX, estuvo marcada por una multitud de transiciones, estrechamente conectadas con el fin de la Guerra Fría. Estas transiciones se caracterizan por la falta de método, no siguiendo los Estados un esquema de medidas predeterminado y, en la mayoría de los casos, durante el proceso de transición cambian el enfoque y los tipos de medidas que adoptan para hacer frente a las violaciones cometidas en el pasado. Es por ello que surgen los debates sobre los distintos modelos de transición y su adecuación a las exigencias del Derecho internacional y es la diversidad de las soluciones otorgadas —es decir, la heterogeneidad de la muestra— la que propicia una reflexión por parte de las organizaciones internacionales acerca de la justicia transicional. Las organizaciones internacionales iban a convertirse en guías de la justicia transicional.

Por su parte, los académicos que se detuvieron a estudiar entonces los procesos de transición empezaron a vislumbrar la dificultad de encontrar soluciones óptimas en un proceso de justicia transicional y el reto que suponía obtener el equilibrio entre los diferentes intereses en conflicto. En este sentido, entendieron que las medidas a adoptar en estos procesos podían ser tanto una oportunidad para ofrecer respuestas a las víctimas de las violaciones pasadas y consolidar la democracia, como un riesgo para la estabilidad política (5) , en la medida en que podían tensar las relaciones entre las partes del conflicto y propiciar su reanudación. Esta averiguación generó entonces la duda acerca de las medidas idóneas que debe adoptar el Estado para hacer frente a los abusos cometidos. A diferencia del modelo de tribunales penales internacionales del final de la Segunda Guerra Mundial, se plantea un enfoque de las transiciones más amplio que la justicia retributiva (6) , se intentan incluir otros objetivos como alcanzar la paz o la reconciliación (7) , poniendo de relieve que el desarrollo de medidas de otra índole, como el establecimiento de comisiones de la verdad y los programas de reparaciones a las víctimas, podrían contribuir a alcanzar una paz duradera de un modo más efectivo que los procesos penales en solitario (8) . En las siguientes páginas de este capítulo —a través del análisis de las primeras experiencias— tenemos intención de poner de relieve los conflictos que surgen entre los objetivos de paz, justicia y verdad, así como las demandas de reparación por parte de las víctimas de los crímenes, que no satisfacía la justicia penal.

Por tanto, el debate en ese momento pivotaba en torno a las exigencias de la justicia y la necesidad de alcanzar la paz; y las amnistías a los responsables de los delitos cometidos en el transcurso de los conflictos armados o de los regímenes militares se presentaban a menudo como un medio para lograr una paz estable, pues actuaban como un incentivo para el cese del conflicto y como vía para evitar la repetición de un levantamiento militar o insurreccional de otro tipo. No podemos olvidar que el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, fue adoptado en 1977 e incluye una disposición que ha servido de justificación para argumentar la base legal de las amnistías proclamadas tras el fin de un conflicto armado (9) :

«A la cesación de las hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más amplia posible a las personas que hayan tomado parte en el conflicto armado o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas por motivos relacionados con el conflicto armado» (10) .


Es cierto que la norma emplea unos términos abiertos —«procurarán conceder la amnistía más amplia posible»— que permiten a los Estados decidir acerca de la conveniencia de decretarla y también de limitar su alcance; pero, en todo caso, la inclusión de esta previsión en un tratado internacional, que cuenta con 169 Estados parte, muestra con claridad una aceptación generalizada del uso de las amnistías. En este contexto, en las transiciones ocurridas entre finales de los años 70 y principios de los 90, la proclamación de amnistías fue una medida frecuente. Se recurrió a ellas en casos de transiciones a la democracia negociadas, como ocurrió en España con la Ley de Amnistía de 1977 bajo la pretensión de no reactivar el conflicto (11)  y en Argentina, donde el aumento del descontento por parte del Ejército y los intentos frustrados de llevar a cabo procedimientos penales, dieron lugar a la Ley de Punto Final de 1986, que eximía de responsabilidad penal a muchos de los que habían participado en la represión del terrorismo (12) . También se recurrió a las amnistías en otros casos en los que obedecieron únicamente a los deseos de los gobernantes de exonerar a los miembros del gobierno, de las Fuerzas Armadas, y de grupos asociados, que habían sido responsables de un buen número de violaciones de derechos humanos. Es el caso de las amnistías proclamadas en El Salvador y Guatemala, donde no funcionaron tanto como un elemento de negociación con los grupos insurgentes para lograr la paz, sino como recurso de los gobiernos (13) . La cuestión relevante a efectos de esta investigación es averiguar cuál es, en su caso, el margen de discrecionalidad que tienen los Estados para diseñarlas y, en su caso, si existen límites impuestos por obligaciones de Derecho internacional.

1.1.  Las primeras experiencias en América Latina y África: las amnistías como obstáculo para hacer justicia y las comisiones de la verdad como piedra angular de la paz

A continuación vamos a hacer un breve recorrido por tres casos paradigmáticos de esta segunda fase de la justicia transicional —El Salvador, Guatemala y la República Sudafricana— señalando el enfoque predominante en cada uno y las medidas más destacadas.

En El Salvador, la Junta de Gobierno militar que ocupó el poder durante los años 70 fue limitando toda manifestación de pluralidad política hasta implantar, en 1980, un Estado de Sitio que permitía a los cuerpos de seguridad un amplio margen de actuación en la lucha contra la subversión. Ese mismo año, las Fuerzas Armadas y el grupo insurgente del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional de El Salvador comenzaron un conflicto armado que se extendió durante 12 años y se estima que 50.000 personas murieron, además de los miles que resultaron heridos y mutilados (14) . En 1990, habiendo llegado el conflicto armado a un punto muerto, las partes aceptaron la mediación de Naciones Unidas y comenzaron las conversaciones de paz. Como resultado de éstas, el 27 de abril de 1991, las partes decidieron poner por escrito los acuerdos que habían alcanzado para entonces en los llamados Acuerdos de México (15) . Uno de los puntos fundamentales de estos acuerdos fue la creación de una Comisión de la Verdad encargada de investigar los hechos de violencia graves ocurridos desde 1980 y de recomendar las medidas legales, políticas o administrativas adecuadas para prevenir la repetición y alcanzar la reconciliación nacional. El 16 de enero de 1992, el gobierno de El Salvador y el FFMLN firmaron finalmente los Acuerdos de Paz de Chapultepec (16) . El acuerdo se centraba en la reforma de las Fuerzas Armadas, la ilegalización de todo grupo paramilitar y de defensa civil, la reforma del poder judicial y el establecimiento de un Plan de Reconstrucción Nacional, para el desarrollo de las zonas afectadas por el conflicto y la atención de la población que más lo sufrió. Cabe destacar que estos Acuerdos no tienen como objetivo hacer justicia, sino lograr la paz y avanzar en la reconstrucción del país.

Siguiendo esta dirección, unos días después de la firma del acuerdo de paz, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley de Reconciliación Nacional como vía para «impulsar un proceso de reconciliación nacional en el que el perdón juega un papel importante» (17) . Esta ley concedía la amnistía a todos los autores de delitos políticos, delitos comunes conexos con éstos y de delitos comunes cometidos por al menos veinte personas, a excepción del delito común de secuestro (18) , pero excluía a quienes, de acuerdo con el Informe de la Comisión de la Verdad, hubieran participado en hechos de violencia graves que hubieran tenido lugar desde 1980. El Informe de la Comisión de la Verdad contenía la investigación en profundidad de 32 casos que se consideraron los más representativos y graves, de ejecuciones extra judiciales, torturas y desapariciones forzosas; así como recomendaciones de emplear medidas preventivas para disminuir la impunidad y reparar a las víctimas. Según las investigaciones, el 90 por ciento de los crímenes que se cometieron fueron responsabilidad de las Fuerzas Armadas, los cuerpos de seguridad publica militarizados y los llamados escuadrones de la muerte; un 10 por ciento de la guerrilla.

Tras la publicación del Informe de la Comisión de la Verdad determinando la responsabilidad por los crímenes cometidos, el gobierno de Alfredo Cristiani envió a la Asamblea Legislativa la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz (19)  en 1993, con el fin de proteger a los declarados autores de las violaciones de derechos humanos. En el Preámbulo se justifica la concesión de una amnistía absoluta e incondicional por la desigualdad que ocasionaba el carácter restrictivo de la amnistía concedida por la Ley de Reconciliación Nacional, entre quienes participaron en el conflicto armado.

El Informe de la Comisión también recomendó crear un fondo especial, apoyado por el Estado y al que contribuyera la comunidad internacional (destinando parte de la ayuda internacional que recibe el país a este fin), para compensar materialmente a las víctimas. A pesar de ello, las víctimas no han recibido reparación y, a causa de la Ley de Amnistía, vieron impedido su acceso a la justicia hasta el mes de julio de 2016, fecha en que la Corte Suprema declaró que lo dispuesto por esa ley era inconstitucional y vulneraba obligaciones internacionales dispuestas en la Convención Americana de Derechos Humanos y en las Convenciones de Ginebra (20) . Esta incompatibilidad con la Convención Americana ya la había declarado, en diciembre de 2012, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CtIDH) a propósito de la sentencia del asunto de la masacre de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, que será analizada con detenimiento en el capítulo tercero.

La experiencia de El Salvador pone de relieve que la amnistía para los responsables de violaciones graves de derechos humanos —proclamada durante el gobierno de Cristiani— no era necesaria para la paz y, aunque se creara una Comisión de la Verdad, eliminó todo equilibrio presente en las medidas anteriores.

Por lo que se refiere a Guatemala, en 1996 se firmó el acuerdo de paz alcanzado con la mediación de Naciones Unidas (21) , que ponía fin a 36 años de guerra civil entre el gobierno y la guerrilla insurgente de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca. Resulta interesante destacar que unos días antes de la firma del acuerdo de paz, se promulgó la Ley de Reconciliación Nacional que declaraba una amnistía que guardaba una diferencia fundamental con respecto a la amnistía de El Salvador, a pesar de ser coetáneas: la ley de amnistía de Guatemala excluía del alcance de la amnistía los delitos de genocidio, tortura y desaparición forzada, así como los considerados imprescriptibles según el derecho interno o los tratados internacionales ratificados por Guatemala (22) . Dejaba, por tanto, abierta la vía de acceso a la justicia para las víctimas de las violaciones más graves; si bien, hasta el año 2013 no hubo ninguna condena a los responsables de los gravísimos hechos cometidos desde finales de los años 70, a causa de la inactividad de la fiscalía con respecto de las denuncias presentadas (23) . Tan solo unos pocos casos relativos a los años del conflicto armado fueran perseguidos y, de ellos, la mayoría se dirigieron contra líderes de las milicias paramilitares (24) .

A pesar de la falta de acceso a la justicia y la ausencia de reparaciones a las víctimas, en Guatemala sí se produjeron grandes esfuerzos por conocer y hacer pública la información relativa a esos años de conflicto armado, principalmente por parte del Estado y de la Iglesia Católica, que auspiciaron el establecimiento de dos comisiones de la verdad. La primera, de carácter estatal, la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH), se instituyó 6 años antes del Acuerdo de Paz Firme y Duradera, tras la firma del Acuerdo de Oslo —en marzo de 1990— un acuerdo preliminar entre el Gobierno y la insurgencia, para generar las condiciones necesarias para alcanzar la paz. El fin de la CEH era esclarecer las violaciones a los derechos humanos cometidos por cualquiera, pero no tenía fines punitivos y no señalaba a los perpetradores ni a las víctimas. El coordinador de la CEH fue nombrado por el Secretario General de Naciones Unidas para librarle de sospechas de perseguir objetivos políticos. Al concluir sus labores de investigación, emitió un informe, «Guatemala: Memorias del Silencio», en el que determinó que las víctimas de violaciones de derechos humanos ascendieron a más de 42.275 y el Estado fue responsable de la mayoría de ellas, por haberse cometido a manos de personal del Ejército, las Patrullas de Autodefensa Civil o los comisionados militares. A los grupos guerrilleros les adjudicó el 3% de los crímenes. Junto con estos datos relativos a los hechos, la CEH propuso medidas para reparar, aunque no creó una estructura completa y no definió quién se consideraba víctima o beneficiario de las reparaciones (25) ; recomendó que se investigara, juzgara y condenara a los responsables de delitos de trascendencia internacional y no susceptibles de amnistía; y sugirió la reforma judicial como un asunto prioritario.

La segunda comisión de la verdad, no oficial sino promovida por la Iglesia Católica y denominada «Proyecto lnterdiocesano de Recuperación de la Memoria Histórica», centró su trabajo en que las víctimas contaran sus experiencias y pudieran así aliviar su sufrimiento. El informe que emitió cubría importantes vacíos del Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, que no podía nombrar a los perpetradores ni a las víctimas. Ambas comisiones coinciden en que el 90% de las violaciones de derechos humanos, entre las que se incluyen más de 600 masacres, fueron cometidas por el Estado (26) .

Al igual que en el caso de El Salvador, las violaciones de derechos humanos cometidas en Guatemala llegaron a la CtIDH, que ha condenado al Estado de Guatemala en múltiples ocasiones por su responsabilidad en el conflicto y por no investigar y sancionar a los responsables (27) . En estas sentencias, además de obligar al Estado a investigar, juzgar y sancionar a los responsables de violaciones graves de derechos humanos, también le imponía la concesión de una reparación a las víctimas. Pero desafortunadamente, en mayo de 2014, en una audiencia ante la CtIDH, el Estado expresó su negativa a cumplir con estas obligaciones y el Congreso aprobó una resolución, ese mismo mes, negando que durante los años de la guerra civil se hubieran cometido actos de genocidio (28) .

En el caso de Guatemala, podemos extraer como conclusión un planteamiento teórico más acertado, en cuanto que la amnistía nunca alcanzo a las grandes violaciones de derechos humanos. Sin embargo, había una falta clara de voluntad política para castigar a los culpables, sin ni siquiera justificarlo por la necesidad de paz, cuyo colofón es la negativa a acatar las sentencias de la CtIDH. También pueden ponerse de relieve dos asuntos más: la importancia de la tarea realizada por las comisiones de la verdad —cuyos informes fueron, además, enviados por la Comisión Interamericana y por los representantes de las víctimas a la CtIDH— y, de nuevo, la falta de asunción de responsabilidad por parte del Estado en relación con la reparación de las víctimas.

El tercer proceso de transición que vamos a abordar es el de la República Sudafricana, donde la investigación sobre lo ocurrido ocupó un espacio central, por lo que la contribución de los responsables a las labores de investigación de los hechos sirvió para la exoneración de la responsabilidad penal. Durante las negociaciones entre el gobierno del presidente de Klerk, las fuerzas de seguridad y la Asamblea Nacional Africana para diseñar la transición a la democracia tras la abolición del apartheid, la promulgación de una amnistía general incondicionada se puso encima de la mesa, pero se consideró que perjudicaría el objetivo de establecer una cultura de derechos humanos y la consolidación de un orden democrático. Era necesario reconocer el legado de violaciones graves de derechos humanos, aunque haciendo las concesiones necesarias para asegurar el apoyo de las fuerzas de seguridad en la transición (29) . En abril de 1994 se aprobaba una Constitución provisional, en la que se preveía la concesión de amnistía únicamente sobre los actos, omisiones y delitos asociados con objetivos políticos y cometidos durante el conflicto. Siguiendo este mandato, y tras la consulta nacional al respecto, en julio de 1995 el Parlamento aprobó una ley (Promotion of National Unity and Reconciliation Act) que establecía la Comisión de la Verdad y la Reconciliación cuyo objetivo era establecer un relato, lo más completo posible, de las causas, la naturaleza y el alcance de las violaciones graves de derechos humanos cometidas durante el apartheid, conceder reparación y rehabilitación a las víctimas, así como amnistías a quienes revelaran de manera completa toda la información relevante acerca de esos hechos. Quienes se beneficiaban de esa amnistía quedaban exonerados de toda responsabilidad penal y civil. Todos aquellos que no hubieran solicitado la amnistía o cuyas solicitudes hubieran sido rechazadas por la Comisión serían sometidos a un procedimiento penal. Sin embargo, esas persecuciones penales apenas han tenido lugar (30) . La política de concesión de indultos del presidente Thabo Mbeki, en vigor desde el año 2007, ha supuesto la exención de responsabilidad penal para muchos a los que la Comisión de la Verdad consideró sujetos a procedimientos penales ordinarios (31) . A pesar de ello, y de no haber contado con un apoyo unánime por parte de la población sudafricana (32) , la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sudáfrica ha sido paradigmática en los estudios de justicia transicional y asentó la visión de que el establecimiento de una comisión de la verdad es un elemento fundamental para la construcción de la paz (33) . Una de sus novedades principales frente a las comisiones de la verdad que le precedieron —tanto en América Latina como algunas en Europa oriental— era la individualización de los perpetradores. Según la normativa que la establecía, debían reconocer y responsabilizarse de manera individual de sus crímenes para poder optar a la amnistía. La Comisión, tras realizar las indagaciones necesarias, permitía o excluía la aplicación de amnistías a los individuos. Este enfoque también desplegó efectos en la identificación de las víctimas, que fueron consideradas a título individual, perdiéndose así la percepción de que la violencia fue ejercida por parte de unas comunidades sobre otras con un componente estructural (34) .

Las transiciones de estos tres países tienen en común la adopción de una ley de amnistía como punto de partida —de mayor o menor alcance— y la creación de comisiones de la verdad con un gran peso en la transición, encargadas de documentar y hacer pública la información relativa al conflicto y a determinar la aplicación de la amnistía.

1.2.  Las transiciones en Europa: un enfoque a la luz del Estado de Derecho

En el presente epígrafe, nos vamos a trasladar al continente europeo para analizar unos procesos de transición que, a pesar de haberse desarrollado en la misma época, muestran importantes diferencias con los recién expuestos y merecen una especial atención, en tanto que en ellos empezamos a vislumbrar los contornos de un marco normativo para las transiciones. Como es por todos conocido, la caída de la URSS supuso el fin de los regímenes comunistas del centro y este de Europa y, con él, el inicio de muchas transiciones a la democracia (35) . En este contexto, se plantearon también debates en torno a las medidas idóneas para lograr la justicia y el conocimiento de la verdad acerca de lo sucedido durante la represión. Para comprender las razones que explican la diferencia de dilemas que plantearon las transiciones en América Latina y en Europa, debemos tener en cuenta, en primer lugar, que los países europeos que abandonaban el comunismo contaban con un fuerte aparato estatal y una extensa regulación nacional que daba cobertura legal a muchas de las violaciones de derechos humanos cometidas. En segundo término, debemos ser conscientes de que los responsables de los nuevos gobiernos no tuvieron que negociar con grupos insurgentes o con facciones del Ejército el fin de la violencia— como sí había ocurrido en las experiencias latinoamericanas—, sino que, en la mayoría de los casos, la dictadura terminó sin mediar violencia. Por ese motivo, los debates que se plantean en Europa se centran en determinar qué implica hacer justicia, qué obstáculos legales había para lograrlo y para reformar las instituciones. Es precisamente esta mirada de la transición a través del cristal del Estado de Derecho la que aporta unos primeros estándares, que observamos que se respetan por todas las nuevas democracias y se refieren a tres ámbitos fundamentales: la justicia penal, con respeto al marco internacional que, además de tipificar algunos delitos y declararlos imprescriptibles, impide la aplicación retroactiva de las leyes penales; la reparación de las víctimas del régimen comunista, en distintas modalidades; y la reforma de las instituciones para lograr la descomunización.

Por lo que se refiere al ámbito de la justicia penal, el problema principal que se plantea en la mayoría de estos países europeos consiste en cómo superar los obstáculos de índole legal que impedían el desarrollo de la justicia (36)  —a diferencia de las experiencias ya referidas, donde la principal disyuntiva era enjuiciar o amnistiar (37) —. El obstáculo para la persecución y el enjuiciamiento de los responsables fue el principio de legalidad penal, al interpretarse que no permitía perseguir algunos de los actos cometidos durante la era comunista, por no constituir delito en el momento de su comisión; lo que produjo, en muchos casos, la impunidad de esos delitos (38) . La difícil elección entre la aplicación del Derecho positivo o de la justicia sustantiva —que entendía punibles las violaciones de derechos humanos—, así como algunas leyes comunistas que habían declarado la amnistía de ciertos crímenes y los plazos de prescripción que pesaban sobre los delitos cometidos al inicio de las dictaduras, hicieron muy difícil la persecución de los líderes comunistas (39) . Sin embargo, es a propósito de estos debates —como veremos— cuando el Derecho internacional surge como un elemento clave para poder hacer justicia de transición.

En relación con la reforma de las instituciones, el debate más característico de las transiciones del centro y el este de Europa, gira en torno a las medidas de reforma de las instituciones, encaminadas a evitar la repetición de las violaciones de derechos humanos, que adoptaron la forma de leyes de depuración («lustration laws»). Estas leyes tenían como fin apartar de la política y de los puestos de relevancia a quienes hubieran colaborado de distintas formas con el régimen comunista (40) . Estas leyes presentan también conflictos con los derechos y las libertades fundamentales de los ciudadanos, al pivotar en torno a la determinación de quienes habían participado o colaborado con el régimen comunista. Como se va a relatar a continuación, para hacer esta evaluación se acudía a los archivos de la policía secreta, cuyo contenido se hacía accesible al público general, afectando así a los derechos y libertades de los individuos afectados. Además, la consecuencia de la determinación de esa colaboración era, en muchos casos, la pérdida de empleo de los afectados y el verse apartados de las instituciones, aunque el procedimiento hubiera sido de dudosa legalidad (41) . El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha tenido ocasión de pronunciarse acerca de la conformidad de muchas de esas medidas con las obligaciones dispuestas por el Convenio Europeo de Derechos Humanos y estas sentencias serán objeto de análisis en el capítulo tercero. Por último, en las experiencias de transición europeas también se plantearon medidas de diversa índole para reparar a las víctimas —principalmente por medio de la rehabilitación y de la restitución de las propiedades nacionalizadas—, un elemento prácticamente ausente en las experiencias coetáneas de América Latina y Sudáfrica. Conocidos ya los elementos de debate en las transiciones europeas, vamos a pasar a analizar algunos casos específicos.

1.2.1.  Justicia, verdad, reparación y depuración en la transición de la República Democrática Alemana

El primer proceso de transición en el que nos vamos a detener es el de Alemania, en el que tiene lugar uno de los casos paradigmáticos en lo que a obstáculos a la persecución se refiere. Concretamente, nos referimos a la cuestión de los disparos de los guardias del muro de Berlín contra quienes pretendían huir en los pasos fronterizos de la República Democrática Alemana. De acuerdo con el Código Penal de la República Democrática Alemana, quien tratara de abandonar el país era considerado un criminal y los guardias tenían permiso para emplear la fuerza, incluso para disparar, con el fin de evitarlo; y el Tratado de Unificación de Alemania, para evitar la aplicación retroactiva de la ley penal, indicaba que las sanciones penales solo estarían justificadas si, en el momento de comisión de los hechos, estaban previstas en las leyes de la República Federal Alemana y en las de la República Democrática Alemana (42) . Por esa razón, los acusados alegaron ante los tribunales alemanes, que el uso de armas de fuego contra las personas que intentaran escapar estaba permitido en el momento de comisión de los hechos y, por tanto, no era posible condenarlos por ello. A pesar de ello, varios juzgados alemanes consideraron que esa conducta también podía considerarse criminal en la RDA —pues la Constitución, en su artículo 19.2 requería a todos los órganos del Estado, todas las fuerzas de seguridad y todas las personas, respeto y protección de la dignidad y libertad de los individuos— y condenaron a los llamados guardianes del muro. La cuestión alcanzó al Tribunal Constitucional Federal (43) , que consideró que la interpretación de la ley vigente en el momento de los hechos debía conformarse a las obligaciones de la RDA bajo el Derecho internacional de los Derechos Humanos. En opinión del Tribunal, atribuir a la prohibición de cruzar la frontera un valor superior con respecto del derecho a la vida es evidentemente contrario a las exigencias de la justicia y del Derecho de Gentes (44) . Por eso, en su opinión, aplicar una norma que no estaba vigente en la RDA en el momento de comisión de los hechos no vulneraba el principio de irretroactividad de la ley penal, porque la Ley de Fronteras, que permitía esos actos, era incompatible con los requisitos de la justicia en un grado intolerable (45) . Este razonamiento fue el resultado de la aplicación de la llamada «Fórmula Radbruch» —que implica el castigo penal de aquellas acciones cuya injusticia es tan extrema y evidente que cualquiera podría reconocerla— junto con el Derecho internacional, pues el desarrollo de los derechos humanos, desde 1946, impedía justificar de ningún modo esos asesinatos instigados por el gobierno (46) . Estos argumentos, aplicando el Derecho internacional, también fueron empleados en la persecución de otros delitos que constituían violaciones serias de derechos humanos (47) .

Con respecto al resto de medidas de transición empleadas en Alemania, se debe subrayar la política de reparación a las víctimas del régimen comunista. Las reparaciones tuvieron lugar principalmente en dos modalidades, la rehabilitación y la restitución de la propiedad. En lo que respecta a la rehabilitación, las medidas se implementaron en los primeros momentos de la transición, poco tiempo después de la caída del Muro. La Ley de Rehabilitación se adoptó en septiembre de 1990, incluso antes de que el Tratado de Unificación entrara en vigor (48)  y preveía la revocación de aquellas condenas cuyo fin era intimidar y apartar a los oponentes políticos y la compensación de los afectados; sin embargo, la vaguedad de las disposiciones de la ley supuso que los jueces decidieran con bastante discrecionalidad y consideraron la posición social de los solicitantes al decidir acerca de la compensación (49) . En segundo lugar, las medidas de reparación trataron de revertir la situación creada por las nacionalizaciones y expropiaciones de propiedades inmobiliarias y medios de producción ejecutadas por los soviéticos. También fueron adoptadas desde el inicio y se limitaron principalmente a las expropiaciones que no habían sido indemnizadas, sin incluir las que habían sido adquiridas ya por un tercero de buena fe o aquellas cuya restitución era imposible, en cuyo caso se podía reclamar también una compensación, pero de menor valor (50) . Como apuntan WERLE y VORMBAUM (51) , las normas para la reparación de las víctimas podían resultar en decisiones injustas, por depender tanto de la casuística, pero no era posible restituir toda la propiedad tras años de expropiaciones sistemáticas.

Como hemos indicado al principio, el extenso aparato estatal propio de los regímenes comunistas repercutió decisivamente en las medidas de justicia transicional. Uno de los ejemplos más evidentes tiene que ver con los archivos de los servicios secretos, que contenían información de particulares clasificados por la Stasi, las medidas de vigilancia que se les aplicó y qué agentes designaron para ello. A finales de 1991 se aprobó una ley que permitía el acceso a esos archivos y proclamaba el derecho de cada ciudadano a conocer el contenido del archivo que la Stasi tuviera sobre él, si lo hubiera (52) . Aunque el fin de esta medida fuera conocer la verdad acerca de las violaciones de derechos humanos cometidas, su planteamiento difiere del que subyace a las comisiones de la verdad de América Latina, en cuanto que se respondía solo a solicitudes individuales, no se publicaban a gran escala los nombres de los responsables, con el objetivo de evitar que diera pie a actos de venganza. Realmente, la apertura de estos archivos estaba dirigida a la depuración de las instituciones y sirvió para apartar de estas a quienes habían sido informadores de la Stasi —ya fueran jueces, soldados, miembros del parlamento o funcionarios— como una vía para que los ciudadanos recuperaran la confianza en los servidores públicos (53) . La medida que sí estaba enfocada en el conocimiento de la verdad fue el establecimiento de una Comisión de Investigación, en mayo de 1992, cuyos hallazgos sí fueron publicados en un informe, con el fin de poder dar un reconocimiento a las víctimas que no pudieron ser rehabilitadas, contribuir a la unidad de todos los alemanes, ofrecer una historia de lo ocurrido durante la dictadura y sus consecuencias y recomendar al poder legislativo maneras de acabar con ellas (54) . Esta comisión sí guarda algunas similitudes con las creadas en América Latina.

1.2.2.  Rumanía: medidas de justicia y verdad

Trasladándonos ahora a la transición ocurrida en Rumanía, encontramos también una comisión de la verdad —esta y la alemana fueron las únicas en las transiciones del centro y este de Europa— que también se limitó al descubrimiento de la verdad relativa a las violaciones de derechos humanos y no concedía amnistías ni beneficios a los perpetradores que colaboraran. En este caso, a diferencia del de Alemania, esta medida no parece una iniciativa para contribuir a la unidad de los ciudadanos, sino que se estableció por mandato presidencial, en el año 2006, ante la inminente aceptación del país como miembro de la Unión Europea, de manera que el Presidente pudiera condenar de manera oficial el régimen anterior, por sus abusos a los derechos humanos (55) . Esta iniciativa de justicia transicional no fue la única adoptada de forma tardía, de hecho, la primera medida de la transición rumana se adoptó en 1999. Este lapso de tiempo se explica, al menos en parte, por la falta de movilización social demandando justicia transicional —un hecho sorprendente si se tiene en cuenta que vivieron la represión más dura y es el único país europeo en el que el cambio de régimen tuvo lugar mediante una revolución violenta— (56) . Como adelantábamos, la primera medida se adoptó en 1999 y consistió en una ley que trataba de proporcionar cierta información a la sociedad acerca de lo ocurrido, estableciendo un Consejo Nacional encargado de investigar las conexiones que tuvieran todos los funcionarios públicos y los cargos institucionales con la policía política comunista (57) . Las investigaciones podían ser solicitadas por los particulares, que también ostentaban el derecho de acceso a los archivos de los servicios secretos sobre ellos (58) . El objetivo de hallar esta información no era apartar a esas personas de sus cargos —lo que podían evitar revelando la información que conocieran— o impedirles su participación en procesos electorales, sino informar a la ciudadanía de su responsabilidad para que conocieran la verdad y pudieran decidir en consecuencia. Se permitía a los ciudadanos el acceso a sus archivos y conocer quiénes contribuyeron aportando información sobre ellos, sin embargo, hasta la adopción de la normativa que permitía la investigación y el acceso a los archivos, muchos de éstos fueron alterados para encubrir el pasado de políticos y jueces (59) . Más adelante, en el año 2006, se le atribuyó al Consejo Nacional la capacidad de apartar del servicio público a aquellos que hubieran ocultado sus vínculos con la policía política, constituyendo entonces una verdadera medida de reforma de las instituciones, por medio de la depuración.

Con respecto a la justicia penal, también se retrasó el momento de iniciar los procedimientos y esto implicó, en algunos casos, un obstáculo insalvable, la prescripción de los delitos (60) . La mayor represión del régimen comunista había tenido lugar durante la década de los 50 y los 60 y, de acuerdo con el código penal del régimen, esos delitos ya habían prescrito en 1990 (61) . No fue hasta el año 2014 cuando, ya incluidos en el Código penal los crímenes contra la humanidad y otros crímenes internacionales como imprescriptibles, se pudieron juzgar algunos de los cometidos durante la dictadura. Para salvar el obstáculo de la irretroactividad, la Corte de Apelación de Bucarest afirmó en el procedimiento contra Vişinescu, director de una prisión política en la que se infligían malos tratos a presos políticos de la dictadura, que los crímenes contra la humanidad habían sido parte del Derecho internacional consuetudinario desde los tribunales de Nuremberg, por lo que pudo declararse competente y ejercer su jurisdicción (62) .

1.2.3.  Polonia y Hungría: prescripción versus justicia

Queremos señalar ahora el proceso de transición de Polonia, en el que observamos también un largo lapso de tiempo entre la revolución y la adopción de medidas de depuración, mientras que las iniciativas para lograr la justicia penal fueron aprobadas con carácter casi inmediato y fueron, principalmente, dos. La primera fue la modificación del plazo de prescripción de los delitos cometidos desde 1944. Se decretó que el plazo de prescripción tendría una extensión de veinte años y su fecha de inicio sería 1990 (63) . La segunda iniciativa fue la institución, por parte del Parlamento, de varias comisiones de investigación que pudieran recabar la información necesaria para empezar los procedimientos. Recién ocurrida la transición, la cámara baja del Parlamento (Sjem) estableció una comisión para investigar los asesinatos políticos ocurridos tras la proclamación de la Ley Marcial y recomendó a la Fiscalía el inicio de 88 procedimientos contra integrantes del Ministerio de Asuntos Internos. Además, entregó una relación de nombres de funcionarios y fiscales que no debían seguir trabajando en el sector público por su labor para los servicios secretos. Sin embargo, muy pocos de esos casos acabaron ante los tribunales por los retrasos en los procedimientos y, de estos, la mayoría finalizaron sin condenas por falta de pruebas suficientes (64) . Tras las investigaciones de esta comisión, llegaron las enfocadas en los hechos ocurridos durante el régimen estalinista en Polonia y de las muchas investigaciones que se iniciaron, muy pocas resultaron en procedimientos judiciales (65) . En 1992, se estableció una Comisión Parlamentaria de Responsabilidad Constitucional con el fin de determinar si el Tribunal estatal debía juzgar al antiguo Presidente Jaruzelski por proclamar la Ley Marcial (66) .

Además de los problemas de salud de acusados y testigos o la destrucción de pruebas, uno de los obstáculos principales en los intentos de juzgar los abusos de derechos humanos fueron las interferencias políticas y la negativa de jueces y fiscales. Tanto es así, que, en 1998, el Parlamento decidió que los jueces que habían servido entre 1944 y 1989, debían compadecer ante un tribunal disciplinario y si se probaba que hubieran dictado sentencias injustas o hubieran obstruido el derecho del acusado a defenderse, serían retirados de la carrera judicial (67) . Esta medida de reforma de la judicatura se enmarca en un contexto en el que, tras años desde el abandono del comunismo, por fin se aprobó el sistema de depuración (68) . La depuración polaca se basaba en las declaraciones individuales de los trabajadores públicos o de quienes aspiraban a serlo, que debían aportar declaraciones juradas acerca de su relación con el régimen. Si las declaraciones se comprobaban ciertas, se consideraba que ese particular era digno de confianza y, de lo contrario, se le despedía (69) . En paralelo a esta medida, se consideró la apertura de los archivos de los antiguos servicios secretos y, en 1998, se creó el Instituto de la Memoria Nacional, cuya misión era recopilar y organizar los archivos de la policía política y permitir a fiscales, víctimas e investigadores el acceso a estos (70) .

Nos detenemos ahora en Hungría, donde también encontramos ejemplos de medidas de depuración y de intentos de llevar a cabo procedimientos penales obstaculizados por el transcurso del plazo de prescripción. Al igual que en Polonia, el Parlamento decidió que los plazos de prescripción de algunos delitos debían entenderse suspendidos entre diciembre de 1944 y mayo de 1990, cuando los delitos no se hubieran perseguido por razones políticas (71) , pero en este caso, el Tribunal Constitucional anuló la ley, por considerarla contraria a los principios del Estado de Derecho. En su razonamiento enfatizó que, aunque la normativa previa hubiera producido resultados injustos, ese no es motivo suficiente para atacar el principio de seguridad jurídica. Así, optaba por una concepción formal de la justicia, no sustantiva como hicieron otros tribunales constitucionales europeos (72) . No obstante, el elevado interés del Parlamento en crear las condiciones necesarias para perseguir los crímenes más graves, le llevó a aprobar una nueva ley que se apoyaba en el Derecho internacional para declararlos imprescriptibles. Concretamente, fue la Convención de Naciones Unidas sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes contra la Humanidad —ratificada por Hungría e incorporada a su ordenamiento jurídico— la que les sirvió de marco jurídico para convencer a la Corte Constitucional de la legalidad del levantamiento de la prescripción de los delitos, de acuerdo con la Convención (73) .

En lo que se refiere a las medidas de depuración, en Hungría se estableció un sistema similar al polaco, basado en las confesiones de los particulares que solo implicaban la pérdida del empleo para quienes decidían esconder sus vínculos con la policía secreta (74) .

1.2.4.  Las medidas de transición como causa de separación de la República Socialista Checoslovaca

En este recorrido por los hechos más destacados de las transiciones europeas, pasamos ahora a señalar la de la antigua República Socialista Checoslovaca, en la que podemos observar cómo el disenso en torno a una medida de justicia transicional favoreció la separación de las dos repúblicas y, desde entonces, cada uno de los nuevos Estados afrontó la transición de forma distinta. Tras la revolución del 17 de noviembre de 1989 que derrocó al gobierno, la primera medida de justicia transicional que aprobó la Asamblea Federal Checoslovaca se dirigía a la reparación, concretamente a la restitución de quienes habían sido juzgados y encarcelados por motivos políticos (75) . Un año después, se aprobó otra ley encaminada a la restitución de la propiedad confiscada por el gobierno comunista y a rehabilitar y compensar económicamente a aquellos que, aun no habiendo sido acusados por la comisión de crímenes políticos, habían sufrido persecución por realizar actividades democráticas o pertenecer a grupos religiosos o de una determinada clase social (76) .

Mientras que en torno a la reparación de las víctimas no hubo gran desacuerdo entre las dos repúblicas, las políticas de depuración de las instituciones pusieron de manifiesto el choque de objetivos entre checos y eslovacos que acabó llevando a la separación (77) . Finalmente, en Eslovaquia no se llevó a cabo la depuración de las instituciones ni se desarrollaron procedimientos penales para hallar y sancionar a los responsables. Tampoco hubo iniciativas encaminadas al conocimiento de la verdad, pues no se investigó con el fin de crear un registro histórico de los crímenes y, además, muchos de los archivos de los servicios secretos habían sido destruidos durante la revolución (78) . Por el contrario, en la República Checa, además de aplicar la ley de depuración (79) , se aprobó el Acta sobre la Ilegalidad del Régimen Comunista y la Resistencia frente a él, que declaró el régimen comunista como criminal, ilegal y deleznable. Esta declaración de ilegalidad fue el marco empleado para perseguir a los antiguos funcionarios del régimen, pues extendía el plazo de prescripción de los delitos que, cometidos durante su vigencia, no habían sido sancionados por razones políticas y, así, permitía juzgar sus crímenes sin aplicar retroactivamente la norma penal (80) . Dos años más tarde, se estableció la Oficina para la Documentación e Investigación de los Crímenes del Comunismo, que llegó a investigar 3.083 casos, de los cuales solo 9 llegaron a ser perseguidos y sentenciados y casi 2.000 fueron archivados a causa de amnistías presidenciales, prescripciones o el fallecimiento de testigos o sospechosos (81) . Con respecto al acceso de las víctimas a los archivos, fue permitido desde 1996, omitiendo los nombres de terceras personas, y se amplió sustancialmente en el año 2002 (82) .

La diferencia de postura entre las dos repúblicas tiene que ver con los grados de movilización social en el seno de cada una. En Eslovaquia, al igual que señalábamos en el caso de Rumanía, apenas hubo una demanda social de medidas de transición, mientras que en la República Checa esa movilización fue muy intensa. Como explicación de esta divergencia, N. NEDELSKY (83)  indica que, si bien los primeros años de la República Socialista Checoslovaca fueron brutales (84) , la represión que sufrió la República Checa con la invasión de las fuerzas armadas soviéticas, tras la llamada Primavera de Praga (85) , fue muy superior a la que se vivió Eslovaquia y, como consecuencia, la disidencia eslovaca era menos numerosa y las élites mantuvieron una relación menos hostil con el régimen.

1.2.5.  Bulgaria: medidas pioneras de reparación

De un modo parecido a lo que ocurrió en Eslovaquia, en Bulgaria, la clase política apenas mostró interés por implementar medidas de justicia penal y de depuración de las instituciones (86) . A diferencia de la mayoría de casos referidos hasta ahora, la medida de transición protagonista fue la restitución de la propiedad confiscada durante el régimen comunista. La primera norma al respecto fue aprobada en 1991; se trataba de una ley que otorgaba a los particulares el derecho a reclamar sus terrenos agrícolas, exportados de manera forzosa por las cooperativas agrícolas en 1950. Según la norma, la restitución podía producirse mediante la devolución de esta o mediante la asignación de una nueva. También se aprobaron otras leyes para restituir propiedades urbanas e inmobiliarias que fueron confiscadas o nacionalizadas y, del mismo modo, en algunos casos se restituía la propiedad y en otros se otorgaba una compensación (87) . Por último, también en 1991, el Parlamento declaró la rehabilitación civil y penal de los individuos que habían sido reprimidos injustamente por su origen, opiniones políticas o creencias, junto con una compensación, que en la mayor parte de los casos aún no ha sido determinada (88) .

Con respecto a las iniciativas de justicia penal, en el caso de Bulgaria debemos destacar dos obstáculos principales: el primero es la acusada dependencia del partido comunista que caracterizaba al poder judicial —de hecho, muchos de los jueces estaban involucrados en sistemas de corrupción—. El segundo, ya indicado al inicio, es la falta de disposición por parte del Parlamento para salvar los obstáculos legales que impedían los juicios por algunas de las violaciones de derechos humanos, principalmente la prescripción de los delitos. Así, aunque la Asamblea Nacional aprobó una enmienda al Código Penal que extendía el plazo de prescripción para los delitos que se habían cometido en los campos comunistas (asesinatos, torturas, detenciones ilegales, etc.), no se estableció su carácter retroactivo —por lo que no se permitía perseguir y juzgar esos crímenes (89) —. Unos años más tarde, el que era Fiscal General del Estado llevó de nuevo el caso a los tribunales, alegando que el plazo de prescripción de los delitos no fue aplicable durante la vigencia del régimen totalitario; pero, en el año 2002, los tribunales cerraron el caso argumentando que la responsabilidad penal había expirado (90) .

1.2.6.  Las modificaciones legislativas de los países bálticos para perseguir los crímenes del comunismo

Para finalizar, vamos a señalar ahora la experiencia de los países bálticos, donde las medidas dirigidas a lograr la justicia penal fueron las más relevantes y, para poder castigar los delitos cometidos durante las dictaduras comunistas sin aplicar retroactivamente las leyes penales, optaron por aplicar las normas internacionales consuetudinarias. Así, a principios de los años 90, los parlamentos de Estonia, Letonia y Lituania introdujeron las modificaciones legislativas necesarias para tipificar el genocidio y los crímenes contra la humanidad y para declararlos imprescriptibles. A continuación mostraremos cómo las especiales circunstancias inherentes a la transición de cada uno de esos Estados, llevaron a que las reformas incluyeran elementos de los tipos penales distintos a los de las normas internacionales (91)  y, como no podía ser de otra manera, también colisionaron con el principio de legalidad penal.

En el caso de Lituania, tras su adhesión a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio y a la Convención para la no prescripción de los Crímenes de Guerra y Crímenes contra la Humanidad (92) , el Parlamento aprobó una ley que introducía un concepto de genocidio que excedía los términos de la Convención (93)  y declaraba como genocidio el asesinato, la tortura y la deportación de los habitantes de Lituania, cometidos durante la ocupación y anexión de la Alemania nazi y de la Unión Soviética (94) . La inclusión de grupos políticos o sociales como objetivo de los actos de genocidio (95)  —más allá de los raciales, nacionales, étnicos o religiosos incluidos en la Convención internacional— y otras disposiciones que también diferían de las normas convencionales, plantearon una multitud de debates entre juristas, abogados y fiscales acerca de su adecuación al Derecho internacional consuetudinario. Finalmente, la Corte Constitucional lituana, en marzo de 2014, indicó que los elementos de los tipos delictivos que excedieran lo dispuesto por las normas convencionales, solo debían aplicarse a los crímenes cometidos tras la entrada en vigor de dicha ley y a los actos cometidos con anterioridad a 1992 se les aplicarían la tipificación contenida en las normas internacionales. Esto no supuso el rechazo de la Corte a las condenas que ya se habían producido por el asesinato de los partisanos pues, a su juicio, esas normas internacionales también consideraban como genocidio los actos dirigidos a destruir aquellos grupos políticos o sociales que constituyeran una parte significativa de los grupos nacionales, raciales y religiosos, como podían ser los partisanos (96) . Por lo que se refiere al resto de medidas de justicia transicional, procede destacar la creación del Centro de Investigación de Lituania sobre el Genocidio y la Resistencia, a instancias de algunas fuerzas políticas con gran interés en visibilizar las violaciones de derechos cometidas durante el comunismo. Su objetivo consistía en llevar a cabo una investigación histórica, conmemorar a las víctimas de la época soviética y facilitar las medidas administrativas para lograr la rehabilitación y compensación de las víctimas, así como realizar el escrutinio de los funcionarios para averiguar si mantenían lazos con el antiguo régimen (97) . Además de realizar funciones de verdad, reparación y colaborar con la reforma de la administración, el Centro contaba con una unidad especial de investigación que trabajaba con la Fiscalía investigando crímenes históricos (98) .

En Estonia, solo se desarrollaron investigaciones en el seno de los procedimientos judiciales y no se estableció ningún organismo encargado de recabar una verdad histórica sobre lo ocurrido, con el fin de que fuera ampliamente conocida por la población (99) . Las modificaciones de su Código Penal llegaron más tarde, en 1994, y su peculiaridad es que incluían el crimen de genocidio dentro de la definición de crímenes contra la humanidad, además de definirlo de una manera más amplia que la Convención de 1948, incluyendo los actos dirigidos contra grupos políticos y sociales, especificando entre ellos los grupos que se resisten a un régimen de ocupación (100) . La confusión entre ambos tipos delictivos dificultó la tarea de los jueces para calificar jurídicamente la represión soviética y, pasados unos años, se modificó de nuevo el código penal, separando ambas conductas (101) .

Al igual que en Estonia, en Letonia se reformó el código penal, para incluir el delito de genocidio con un alcance objetivo mayor, pues se consideraron también como características de los grupos que podían ser objetivo de actos de genocidio, la clase social y las creencias colectivas (102) . Sin embargo, a diferencia de los tribunales estonios, los letones acabaron condenando a varios oficiales de los cuerpos de seguridad soviéticos por genocidio durante los años 90. No obstante, tras otra reforma del Código Penal, en 1999, que mantenía el delito de genocidio definido ampliamente y los crímenes de guerra, pero no contenía un artículo separado tipificando los crímenes contra la humanidad, muchos de los asuntos que se llevaron ante los tribunales no prosperaron, por la gran dificultad para probar el dolo especial que requiere el delito de genocidio (103) . Junto con estas reformas, se dotó a la Fiscalía de un Centro para la Documentación de las Consecuencias del Totalitarismo, cuya misión inicial era analizar los archivos de los servicios secretos y servir como unidad fiscalizadora de los vínculos de los funcionarios con estos. E. PETTAI considera que a pesar de su reducido ámbito de actuación, sus investigaciones no se desarrollaron únicamente en términos de depuración de las instituciones sino que adoptó una retórica de verdad y conmemoración de las víctimas (104) .

1.2.7.  Conclusión: el impuesto Estado de Derecho como particularidad de las transiciones europeas

Para concluir este apartado, queremos mencionar los rasgos comunes y específicos que caracterizaron a las transiciones europeas y que podemos resumir en: la centralidad de las iniciativas de justicia penal y el recurso al Derecho internacional —mediante una tipificación de acuerdo al ordenamiento internacional o aplicando el Derecho internacional consuetudinario vigente en el momento de comisión de los hechos— para poder salvar los obstáculos de índole legal; las medidas de reformas de la administración del Estado a través de sistemas de depuración, a menudo basados en las confesiones de los particulares; el diseño de medidas de reparación dirigidas al restablecimiento de derechos vulnerados (derecho a la propiedad, garantías procesales, etc.); y, por último, la escasez de iniciativas de búsqueda de la verdad, algunas ligadas a los sistemas de depuración de las instituciones y normalmente limitadas a las peticiones individuales de acceso a archivos. Observamos, por tanto, que todos los elementos presentes en las transiciones europeas de principios de los años 90 están profundamente marcados por un enfoque de derechos individuales, en tanto que la acción del Estado va encaminada a abrir las vías de reclamación de los particulares, a diferencia de las experiencias referidas en América Latina y en Sudáfrica, cuya característica principal es la concesión de amnistías —de mayor o menor alcance— y la institución de comisiones de la verdad que realizarían de oficio las investigaciones y revelarían, al público en general, la información. En conclusión, en las experiencias europeas no se trata la transición a la democracia como un escenario excepcional que permita no aplicar las garantías del Estado de Derecho.

2.  La unión espontánea entre el Derecho internacional y la justicia transicional

Como muestran los ejemplos referidos, las soluciones para hacer frente a las violaciones masivas de derechos humanos aplicadas en períodos de transición no han sido satisfactorias en muchos aspectos. No solo han podido demostrarse ineficaces en el mantenimiento de la paz o la democracia de forma duradera, sino que, en muchos casos, esas medidas de transición han vulnerado derechos de quienes fueron víctimas de los crímenes cometidos en el pasado y de quienes los perpetraron. Esta realidad nos lleva a plantearnos si los Estados tienen libertad para decidir todos los aspectos de su proceso de transición o si hay normas internacionales que deban tener en cuenta. Concretamente, y tomando como punto de partida las experiencias de transición mencionadas anteriormente, se plantea la duda de si en el ordenamiento internacional hay alguna disposición acerca del deber de perseguir y sancionar a los responsables de las violaciones cometidas o si los Estados tienen libertad para decidir exonerarles de su responsabilidad penal, si existe una obligación internacional de llevar a cabo labores de investigación de los hechos y poner los resultados a disposición del público, si deben reparar a las víctimas y en qué medida, o si deben reformar de alguna manera las instituciones para evitar la repetición de las violaciones.

La búsqueda de respuestas en el ordenamiento internacional emerge en Europa de forma natural porque el Derecho internacional de los derechos humanos era ya un cuerpo sólido que iba cobrando importancia en el ámbito de la justicia transicional y muchas de las vulneraciones de derechos humanos relacionadas con los procesos de transición llegaban a los tribunales regionales de derechos humanos —primero a la CtIDH y, más adelante, al TEDH— de la mano de denuncias de particulares contra Estados reclamando una reparación por los derechos humanos vulnerados y, por esta vía, han visto satisfecha su pretensión (105) . Sin embargo, para poder evitar la impunidad de los responsables, en el ámbito internacional, es necesario contar con tribunales al estilo del tribunal de Núremberg, con competencia para exigir la responsabilidad penal individual. Como respuesta surgen los tribunales penales internacionales ad hoc. Así, de manera espontánea se unen el Derecho internacional y justicia transicional con el objetivo de que este ordenamiento pueda colaborar a que los nuevos Estados de Derecho sean más duraderos, estables y justos.

En este apartado se pretende explicar, de manera sucinta, quiénes son los que han impulsado —y siguen haciéndolo— la irrupción del ordenamiento internacional en la justicia transicional y que se concretan en las organizaciones internacionales, los tribunales penales internacionales y los tribunales regionales de derechos humanos.

2.1.  La inadecuación del régimen general de responsabilidad internacional

Antes de relatar cómo los tribunales y las organizaciones internacionales han ayudado a situar a la justicia transicional en el marco del Derecho internacional, debemos explicar por qué consideramos que el sector del ordenamiento internacional más adecuado para dar cabida a la justicia transicional es el Derecho internacional de los derechos humanos y no el régimen general de responsabilidad internacional, como han pretendido otros autores.

Siguiendo el régimen general, el Estado responsable de un hecho ilícito, es decir, la vulneración de una obligación internacional —como lo es la violación de las normas del derecho internacional de los derechos humanos—, debe cesar en el ilícito, ofrecer garantías de no repetición y reparar, siguiendo las modalidades, por todos conocidas, de restitución, indemnización y satisfacción (106) . Para J. CHINCHÓN (107) , los componentes principales de la justicia transicional, es decir, los deberes del Estado de proporcionar a las víctimas justicia, verdad, reparación y garantías de no repetición, son la aplicación concreta de las obligaciones de un Estado que incurre en responsabilidad internacional. Así, CHINCHÓN equipara las tres modalidades de reparación, y las garantías de no repetición, a los elementos fundamentales de la justicia transicional. La satisfacción se equipara al acceso a la verdad en cuanto que algunas de las formas que puede adoptar es la revelación el reconocimiento público de los hechos, además de su sanción, es decir, verdad y justicia (108) . Siguiendo esta lógica de equiparación, considera que no es necesario identificar si hay una norma convencional que, siendo obligatoria para ese Estado, disponga alguna consecuencia ante su conculcación, sino que la mera vulneración de la Declaración Universal de Derechos Humanos —norma de Derecho internacional general— generaría como consecuencia la responsabilidad de cumplir los cuatro deberes que implican los elementos fundamentales de la justicia transicional (109) . Como muestra de la traslación del régimen general de responsabilidad a los deberes del Estado inmerso en un proceso de transición, cita la Resolución de Naciones Unidas 60/147 (110)  y la justificación, en su preámbulo, de que no contiene obligaciones internacionales nuevas. Este aspecto se discute en profundidad en el siguiente capítulo; por ahora, cabe apuntar que, al menos, sí contiene obligaciones distintas de las convencionales. Incluso si aceptáramos que esa resolución solo enuncia obligaciones ya existentes, no parece adecuado poder trasladar sin más las obligaciones internacionales al plano de las relaciones entre el Estado y los particulares, aunque el esquema de las consecuencias de la determinación de responsabilidad del Estado se pueda identificar con el régimen de responsabilidad de la Administración ad intra. La separación entre un régimen y otro también se desprende de los trabajos de la Comisión de Derecho Internacional sobre la Responsabilidad Internacional del Estado. Concretamente, al acudir al Proyecto de artículos (111)  y buscar lo que se refiere al alcance de las obligaciones que se derivan de la responsabilidad internacional, el artículo 33 dispone lo siguiente:


«1. Las obligaciones del Estado responsable enunciadas en la presente parte pueden existir en relación a otro Estado, a varios Estados o a la comunidad internacional en su conjunto, según sean, en particular la naturaleza y el contenido de la obligación internacional violada y las circunstancias de la violación.

2. La presente parte se entiende sin perjuicio de cualquier derecho que la responsabilidad internacional de un Estado pueda generar directamente en beneficio de una persona o de una entidad distinta de un Estado».



Este artículo deja claro que las obligaciones del Estado responsable existen con respecto a los Estados, ya sea uno solo, varios o todos, dependiendo de la obligación incumplida. El segundo apartado quiere excluir la posibilidad de que esas obligaciones perjudiquen en modo alguno a las que el mismo Estado tenga para con entidades distintas a un Estado, como pueden ser los particulares. Es decir, las obligaciones derivadas del régimen general de responsabilidad internacional —previstas en este Proyecto de artículos— no pueden perjudicar otras obligaciones generadas también por el incumplimiento de esa misma norma que ha constituido el hecho ilícito. Así, la vulneración de una norma internacional puede suponer para un Estado la generación de obligaciones con respecto de particulares y, a su vez, la comisión de un hecho ilícito que, por medio del régimen general de responsabilidad internacional, genera obligaciones con respecto a uno o varios Estados. Pero el beneficiario de la reparación es distinto. Hay una diferencia entre los beneficiarios de la reparación que surge de la vulneración de cada una de las obligaciones.

En los comentarios (112)  al artículo 33.2 del Proyecto de la CDI, se especifica que «los artículos no tratan la posibilidad de la invocación de la responsabilidad por personas o entidades que no sean Estados y esto queda en claro en el párrafo 2. La norma primaria de que se trate será la que determine cómo y en qué medida las entidades que no sean Estados están facultadas para invocar la responsabilidad por cuenta propia». Asimismo, C. TOMUSCHAT (113)  afirma que, bajo el Derecho internacional general, no existe un foro donde los particulares puedan reclamar una reparación al Estado que vulnera una norma internacional. Y esto se mantiene incluso en los casos en los que la obligación vulnerada hace referencia a los derechos humanos, en los que los derechos secundarios que se originen por esa violación son únicamente de titularidad de los Estados (114) .

En conclusión, las obligaciones que el Estado inmerso en un proceso de justicia transicional puede tener frente a los particulares que han sido víctimas de vulneraciones de derechos humanos, no pueden resolverse por un sistema que regula la responsabilidad del Estado frente a otros Estados. En el ámbito de la justicia transicional, los sujetos de la relación jurídica no son varios Estados, sino el Estado y los particulares. Por ese motivo, las obligaciones que se generen de la conculcación de normas internacionales, se encuentran cubiertas por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y, en circunstancias de conflictos armados, por el Derecho Internacional Humanitario. Es en este sector del Derecho internacional donde debemos buscar las obligaciones internacionales que pesan sobre los Estados, para con los particulares, cuando se ven inmersos en procesos de justicia transicional.

Tampoco cabe invocar el régimen general de responsabilidad internacional para justificar el incumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado, amparándose en las excepcionales características que revisten los procesos de transición. Es evidente, como apunta D. ORENTLICHER (115) , que la inconveniencia política que pueden entrañar las obligaciones internacionales para el nuevo gobierno no puede ser, en ningún caso, un motivo de exoneración de su cumplimiento. Sin embargo, cabría plantearse si las circunstancias en las que se encuentra un Estado cuando atraviesa un proceso de transición —como la enorme debilidad de las instituciones estatales o la probabilidad de que el conflicto armado se reanude, por ejemplo— permiten a los Estados invocar el estado de necesidad como causa de exclusión de la ilicitud del incumplimiento de sus obligaciones internacionales (116) . A mi juicio, resulta difícil entender que la eventual inestabilidad que pudiera generar el cumplimiento de obligaciones internacionales, como juzgar a los responsables de crímenes internacionales, suponga un peligro grave e inminente para un interés esencial del Estado y que su incumplimiento sea el único modo para salvaguardarlo (117) . ROHT-ARRIAZA (118)  considera que una argumentación en este sentido entrañaría, cuanto menos, una enorme dificultad probatoria, teniendo que demostrar que no había medios alternativos para hacer frente a ese peligro. Además, CHINCHÓN (119) , al analizar si podrían concurrir las circunstancias para que un Estado invocase el estado de necesidad por encontrarse en transición, señala que en la mayoría de los casos se podría alegar que el Estado ha contribuido a crear el estado de necesidad (120) , imposibilitando así su invocación (121) . Por tanto, el incumplimiento de obligaciones internacionales por parte del Estado en el desarrollo del proceso de justicia transicional generará, como en el resto de contextos, responsabilidad internacional.

2.2.  El protagonismo adquirido de las organizaciones internacionales

Los capítulos segundo y tercero contienen un análisis detallado de las aportaciones de las organizaciones internacionales y los tribunales internacionales (entendiendo por ellos los tribunales penales internacionales y los tribunales regionales de derechos humanos); en estos epígrafes únicamente pretendemos introducir y presentar ambas cuestiones y en este, en concreto, hablaremos de cómo el multilateralismo en forma de organizaciones internacionales, que había cobrado mucha fuerza en la sociedad internacional de finales del siglo XX, fue el foro en el que se dibujó el marco de la justicia transicional. Las transiciones que se acumularon en la década de los 80 y los 90, a las que acabamos de aludir, provocaron numerosos debates en el seno de las organizaciones internacionales acerca de la eficacia de las medidas adoptadas para lograr la reconciliación, la impunidad de los responsables y su impacto en los derechos de las víctimas. El trabajo de las organizaciones internacionales acerca de las transiciones ha sido decisivo para la configuración actual del marco de la justicia transicional y podemos explicar que su influencia se ha canalizado, principalmente, de tres maneras: mediante la sistematización de los deberes estatales a través de resoluciones, albergando la negociación de tratados internacionales y estableciendo determinadas condiciones para acceder a su membresía.

Con respecto a la sistematización de los deberes estatales en procesos de transición, como es sabido, el conjunto de las directrices para los Estados que atraviesan un proceso de transición no es objeto de ninguna norma convencional. A pesar de ello, como hemos mencionado en la introducción, hay autores que se refieren a un marco normativo de la justicia transicional, a una suerte de juridicidad que se puede predicar del conjunto de deberes de los Estados en transición. En este debate, podemos identificar posturas moderadas, que apuntan a la emergencia de unas pautas normativas, como la de A. GIL GIL (122) , que entiende que la evolución de la jurisprudencia de los órganos de protección de los derechos humanos ha provocado «la aparición de un marco normativo por un lado, y una conciencia social por otro, que en la actualidad limitan notablemente las posibilidades de elección del Estado a la hora de buscar de las herramientas para tratar la violencia pasada». En el extremo opuesto, hay quienes afirman que las obligaciones estatales en los procesos de transición son claras y evidentes, así C. BOTERO y E. RESTREPO (123)  afirman:

«Las pautas de justicia a que cualquier Estado se encuentra sujeto al adelantar procesos de transición están explícitamente recogidas en los distintos ordenamientos mencionados o surgen de los mismos por vía interpretativa».


Los ordenamientos a que hacen referencia los autores son el Derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario, el derecho penal internacional y «el emergente derecho internacional antiterrorista» (124) . Cabe apuntar, en primer lugar, que al afirmar que cualquier Estado se encuentra sujeto a esas pautas se está asumiendo que los ordenamientos referidos despliegan obligaciones para todos los Estados, sin distinguir entre qué Estados son parte en cada uno de los tratados que los integran. Por otro lado, esas pautas de justicia a las que se refieren, las encuentran recogidas en el Informe Final del Relator Especial sobre la impunidad y Conjunto de principios para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, un informe que se estudiará en profundidad en el segundo capítulo, que no vincula jurídicamente a los Estados; no es fuente de obligaciones internacionales per se.

La realidad es que el conjunto de directrices que deben seguir los Estados en transición se encuentra en documentos que no resultan de obligado cumplimiento, como las resoluciones y trabajos de las organizaciones internacionales. Si bien es cierto que suelen derivarse de algunas obligaciones internacionales —pertenecientes en su mayoría al Derecho internacional de los derechos humanos— las resoluciones van más allá, convirtiendo a las organizaciones internacionales en un actor clave del diseño del marco normativo de la justicia transicional.

Pese a la ausencia de carácter vinculante, estas resoluciones son empleadas a menudo, no solo por los académicos dedicados al estudio de la justicia transicional, sino también por los tribunales regionales de Derechos humanos, los tribunales penales internacionales o híbridos y los propios órganos de los Estados. De hecho, han influido en el diseño de las transiciones y en los acuerdos de paz entre las partes beligerantes. Este es uno de los problemas jurídicos fundamentales de la justicia transicional en la actualidad, que da origen a esta investigación, que los documentos habitualmente citados y considerados como el marco normativo de la justicia transicional no son jurídicamente vinculantes para los Estados. Esta cuestión será explicada con detenimiento en el próximo capítulo.

En este sentido, P. KASTNER (125)  señala que, además de la fuerte presión que el desarrollo del derecho penal internacional ha ejercido sobre las negociaciones de paz —de lo que nos ocuparemos en el próximo epígrafe— hay otros estándares de derechos humanos que, pese a ser normas de soft law, han demostrado ser igual o incluso más decisivas. Son resoluciones, en su mayoría, de órganos de Naciones Unidas que sistematizan y ordenan una serie de deberes sin que podamos considerarlos, a priori, obligaciones internacionales. Aunque atendiendo a su naturaleza jurídica son meras directrices, hay algunos autores que han entendido que las resoluciones acerca de la justicia transicional son «reflejo de obligaciones jurídicas existentes» (126)  o que «codifica(n) las prescripciones internacionales pertinentes en la materia» (127) .

Por lo que se refiere al rol de las organizaciones internacionales como sede de las negociaciones de tratados internacionales, debemos partir de que uno de los obstáculos más evidentes para que los Estados puedan exigir responsabilidad penal ha sido la prescripción de los delitos cometidos en el pasado. En el caso de las violaciones graves de derechos humanos y de DIH, la prescripción se ha visto salvada por normas convencionales desarrolladas en el seno de las organizaciones internacionales. Así, en 1968 se aprobó, en el seno de Naciones Unidas, la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes contra la Humanidad (128) , que pretendía precisamente eliminar las disposiciones de prescripción sobre los crímenes de guerra, particularmente de las infracciones graves enumeradas en los Convenios de Ginebra de 1949 (129) , y los crímenes contra la humanidad, cometidos indistintamente en tiempos de paz o de guerra, el desalojo o la ocupación por medio de ataques armados, el apartheid y el crimen de genocidio. En el mismo sentido, los Estados miembros del Consejo de Europa firmaron en 1974 la Convención Europea sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes contra la Humanidad y los Crímenes de Guerra (130) . Por medio de esta convención, los Estados se comprometen a asegurar la imprescriptibilidad del crimen de genocidio, las infracciones graves enumeradas en los Convenios de Ginebra de 1949 y cualquier otra violación de una norma o costumbre de derecho internacional que pueda establecerse tras la firma de la convención que sea de naturaleza comparable a las anteriores. Sin embargo, la convención europea especifica que impedirá la prescripción de los delitos que fueran «sancionables» de acuerdo con el ordenamiento nacional (131) . Esta disposición no implica necesariamente que tengan que estar tipificados en las leyes nacionales, puesto que el apartado tercero del primer capítulo admite que la imprescriptibilidad se predique también de cualquier otra violación de una norma o costumbre internacional, pero atendiendo al inicio del artículo, esto será posible cuando el ordenamiento nacional prevea la posibilidad de sancionar las violaciones de normas o costumbres de Derecho internacional. Por su parte, también el Estatuto de Roma declara que los crímenes de su competencia —genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y crimen de agresión— no prescribirán (132) .

Por último, en lo que respecta a la imposición de condiciones para la membresía, debemos volver a las transiciones europeas señaladas, cuyas características principales son los debates en torno a la legalidad de las medidas adoptadas y al establecimiento del Estado de Derecho como objetivo del proceso de transición. Estas preocupaciones no fueron casuales, por el contrario, podemos afirmar que en los enfoques de transición de los países del centro y este europeos influyeron, de modo decisivo, los estándares democráticos requeridos por el Consejo de Europa y la Unión Europea como condiciones para el acceso de nuevos miembros. De forma evidente, el acceso como miembro del Consejo de Europa implicaba la adhesión al Convenio Europeo de Derechos Humanos, con los compromisos que implica y con el sometimiento a la competencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (133) . Fue también a propósito del tránsito de las repúblicas exsoviéticas a la democracia cuando estas organizaciones internacionales empezaron a definir de modo explícito los condicionantes democráticos que impondrían a nuevos miembros, por lo que podemos observar cómo las condiciones que fijaron condicionaron las medidas de justicia transicional adoptadas y, por extensión, la comprensión de la justicia transicional de forma general. Así, en 1996 —habiéndose incorporado prácticamente todos los Estados europeos que habían abandonado el comunismo— la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa aprobó la Resolución 1096 (1996) de medidas para desmantelar la herencia comunista, que será analizada en detalle en el segundo capítulo. Por ahora queremos señalar su afirmación de que para hacer frente a lo ocurrido en el pasado, un Estado de Derecho solo puede emplear medios que sean propios de un Estado de Derecho (134) . También es destacable la influencia de los condicionantes democráticos establecidos por la Unión Europea (y sus predecesores). Los llamados criterios de Copenhague, adoptados por el Consejo Europeo en 1993, requerían a los Estados con intención de ser admitidos a la CEE, unas instituciones estables que garantizaran la democracia, el Estado de Derecho, los derechos humanos y el respeto y la protección de las minorías. Si bien hay otros requisitos, los mencionados son necesarios para que puedan iniciarse las negociaciones de acceso (135) . G. PRIDHAM relata cómo los condicionantes democráticos adquirieron relevancia en la estrategia de ampliación de la UE motivados, en parte, por las particularidades del legado comunista de los países que pretendían acceder y, para estos, la intención de convertirse en miembros fue suficiente acicate para adoptar los estándares democráticos determinados por la Comunidad Económica Europea (136) .

Así, el desarrollo de los casos y, en paralelo, los análisis sobre las transiciones, han llevado a dibujar un conjunto de elementos que se entiende que deben estar presentes en todas las transiciones y que el Estado debe proveer: justicia, reparación, verdad y reformas institucionales, como garantía de no repetición de las violaciones. Sin embargo, cabe preguntarse qué contenido específico tiene cada uno de estos deberes y, especialmente, si todos o algunos de ellos son obligaciones internacionales, exigibles a los Estados en el postconflicto o en la transición a la democracia. En el segundo capítulo, trataremos con profundidad cuáles son esos estándares de soft law, que limitan a los Estados en sus negociaciones y, en el cuarto, se comprobará si han sido efectivos. La razón más importante para comprobar si los Estados han actuado de acuerdo a estas directrices reside en averiguar si alguno de esos deberes tiene carácter de obligación internacional y, por tanto, si son exigibles por otros Estados y por las víctimas de las violaciones cometidas en el pasado.

2.3.  El apoyo decisivo de los tribunales internacionales

Junto con las organizaciones internacionales hay otros dos actores de la sociedad internacional que desarrollan su actividad alrededor de las transiciones y, como tal, influyen en las conversaciones que sobre ellas están teniendo lugar en las organizaciones internacionales, sin perjuicio de que también se influyen mutuamente. La actividad de los tribunales penales internacionales incide en el debate sobre cómo lograr acabar con la impunidad y la interpretación evolutiva que realizan los tribunales regionales de derechos humanos colaboran decisivamente en la proclamación de obligaciones de los Estados.

2.3.1.  Los tribunales penales internacionales: un cauce para evitar la impunidad

Rasgo común de los procesos de transición es el intento de hacer frente a las violaciones de derechos humanos cometidas durante el conflicto o el gobierno represivo. Por esa razón, el debate fundamental en las transiciones gira en torno a la justicia, entendida como la exigencia de responsabilidad penal individual de quienes han cometido esas vulneraciones. Como se ha explicado, la proclamación de amnistías en algunos Estados planteó dudas sobre la adecuación de tales medidas con las obligaciones internacionales. Se ha cuestionado que los Estados tuvieran libertad para decidir si perseguir y juzgar a quienes han cometido los crímenes o permitir su impunidad, en la medida en que constituyen vulneraciones del derecho internacional de los derechos humanos y/o del derecho internacional humanitario.

En ese contexto de tendencia a las amnistías con resultados de impunidad en los procesos de justicia transicional, Naciones Unidas intervino mediante el establecimiento de tribunales penales de carácter internacional y colaborando con los tribunales híbridos. Eran los años 90 y así pretendía que la sociedad internacional ayudara a los Estados a mejorar los resultados de sus transiciones a la democracia y la paz, mostrando que el creciente interés de las organizaciones internacionales por la justicia transicional tuvo, como objetivo inicial, la lucha contra la impunidad (137) . Esta idea será desarrollada en el próximo capítulo, sin embargo, en este momento procede señalar que son aún anteriores los trabajos de la Comisión de Derechos Humanos que estudiaron la repercusión de las leyes de amnistía en la protección y promoción de los derechos humanos, así como el derecho de las víctimas a la reparación. En la Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos del año 1993 (138) , se impulsó el análisis de la lucha contra la impunidad desde la perspectiva de los derechos de las víctimas. A partir de ese momento, Naciones Unidas comenzó a vertebrar el conjunto de derechos de las víctimas de violaciones de derechos humanos —y los consiguientes deberes de los Estados— y comenzaron a sucederse las resoluciones relativas a la justicia transicional. De forma paralela, en el inicio de la década de los noventa, finalizada la Guerra Fría, la comunidad internacional pudo, por fin, activar el sistema de seguridad colectiva previsto en la Carta de Naciones Unidas y el Consejo de Seguridad aprobó la creación de los tribunales penales internacionales para Yugoslavia y Ruanda, los primeros precedentes de tribunales penales internacionales a excepción de Núremberg.

En el debate sobre el equilibrio entre los objetivos de justicia y paz, dentro de los procesos de justicia transicional, los tribunales penales internacionales han desempeñado un papel fundamental. Gracias a su actividad se ha limitado la capacidad de los Estados para conceder amnistías a los máximos responsables pues, si el tribunal se declaraba competente para conocer de los hechos con independencia de las amnistías concedidas por los poderes nacionales, éstas no eran efectivas (139) . También han dificultado el exilio como una vía para escapar de la jurisdicción nacional, puesto que, debido al carácter internacional de estos tribunales, hay otros Estados comprometidos a cooperar con su actividad. Si bien estos efectos contribuyen a la lucha contra la impunidad, es importante señalar que no todo han sido bondades, en la medida en que la presencia de los tribunales penales internacionales también dificultó las negociaciones de paz, reduciendo los instrumentos con los que podían fomentar la rendición de las partes en el conflicto (140) , como se va a mostrar a continuación. Así, aunque han sido instrumentos fundamentales para la exigencia de responsabilidad penal —por la dificultad del Estado para llevar a cabo estos procedimientos, por los estragos del conflicto o la debilidad de las instituciones tras una dictadura—, también se ha afirmado, no sin razón, que por sí mismos no bastan para lograr la reconciliación nacional (141) .

Si bien en el tercer capítulo nos referiremos al contenido de las decisiones de estos tribunales que han influido en el marco normativo de la justicia transicional, en este apartado señalaremos su contribución como actores de la sociedad internacional en esta época de auge de las organizaciones internacionales y la lucha contra la impunidad. El primer tribunal ad hoc creado por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, fue el Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia (en adelante TPIY), retomando el ejemplo de los tribunales penales internacionales creados tras la Segunda Guerra Mundial. La comunidad internacional justificó haber asumido como propia la labor de perseguir y juzgar a los responsables de las violaciones de Derecho internacional humanitario, con el fin de evitar que las jurisdicciones nacionales competentes desarrollaran procedimientos carentes de garantías (142) . Sin embargo, también se ha argumentado que, en realidad, los motivos que llevaron a su creación eran meramente políticos, pues los países occidentales —que no habían intervenido mientras se estaban cometiendo esos crímenes— querían justificar su ausencia y evitar críticas (143) , incluso de sus propios ciudadanos, que habían tenido acceso tanto a la documentación de las graves violaciones cometidas, como a las grabaciones de los prisioneros en los campos de concentración, que evocaban la brutalidad de la Segunda Guerra Mundial (144) . En cualquier caso, por medio de la Resolución 827 (1993) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, se estableció un tribunal que contaba con competencia para conocer de graves violaciones de las Convenciones de Ginebra, crímenes de genocidio y crímenes contra la humanidad cometidos en el territorio de la Antigua Yugoslavia, desde 1991 en adelante.

Aunque, en teoría, este tribunal trataba de replicar la respuesta de la comunidad internacional frente a los graves crímenes cometidos en la Segunda Guerra Mundial, hay que señalar que entre el TPIY y el Tribunal de Nuremberg o Tokio, hay una diferencia fundamental, pues la creación del TPIY no fue obra de un tratado internacional, fruto de negociaciones diplomáticas, sino de una resolución del Consejo de Seguridad, fundamentada en las graves violaciones de derechos humanos y de DIH que se estaban cometiendo en el territorio de la Antigua Yugoslavia, que suponían una amenaza para la paz y la seguridad internacional (145) . La creación del Tribunal mediante una resolución del CSNU sirvió de base a la defensa de Dusko Tadic para cuestionar la jurisdicción del Tribunal, en la medida en que el Consejo de Seguridad carecía de competencias para adoptar decisiones de ese alcance (146)  y, por tanto, se vulneraba su derecho a un juez predeterminado por ley, que también forma parte del derecho internacional, al ser un principio general del derecho, reconocido por las naciones civilizadas (147) . La Sala de Apelaciones resolvió declarando la capacidad del Consejo de Seguridad para crear un órgano subsidiario con poderes judiciales, como una de las posibles medidas a determinar por el Consejo, con arreglo al artículo 41 de la Carta. A juicio de la Sala, mientras el Consejo de Seguridad determine que se ha producido una amenaza a la paz y seguridad internacionales, el artículo 41, le permite adoptar las medidas que considere oportunas siempre que no impliquen el uso de la fuerza (148) . Con respecto a la alegación de que los tribunales deban ser establecidos por ley, la Sala indica que la finalidad de este principio es asegurar la división de poderes, propia del Estado de Derecho, pero en los órganos de Naciones Unidas no hay una distinción de poderes clara, por lo que ese requisito del principio de legalidad no puede trasladarse al ámbito internacional (149) .

Otra de las discusiones relacionadas con la labor del TPIY tiene que ver con la contribución real de un tribunal de esas características a la consecución de la paz, que es precisamente el debate central de la justicia transicional. Incluso antes de que se estableciera el TPIY, desde Naciones Unidas el interés primordial era lograr un acuerdo de paz y la tarea de documentación que estaba realizando la comisión de investigación, creada por la propia ONU, en ocasiones se veía con recelo porque hacía peligrar el objetivo de lograr la paz, que debía acordarse con quienes habían cometido crímenes de guerra (150) . Así, para algunos, la imputación de Slobodan Milosevic —por violaciones de DIH y crímenes contra la humanidad cometidos contra la población albano-kosovar— cuando aún era Presidente de la República Federal de Yugoslavia, ponía en riesgo las conversaciones entabladas con él para el despliegue de la Misión de Naciones Unidas en Kosovo, a cambio de poner en espera la investigación sobre su responsabilidad en los crímenes cometidos (151) . Del mismo modo, el arresto —en julio de 2008— de Radovan Karadzic, que ostentaba la presidencia de la República Srpska (una entidad política dentro de Bosnia-Herzegovina), se produjo muchos años después de su imputación (152)  debido a la falta de cooperación de las autoridades yugoslavas y al miedo, en la esfera internacional, de que su arresto impidiera lograr la paz en Serbia (153) . De hecho, la segunda imputación de Karadzic y de Rato Mladic, por su responsabilidad en la masacre de Srebrenica, tuvo lugar mientras se celebraban las negociaciones de paz en Dayton, ante el temor por parte del TPIY de que la concesión de amnistías para ellos fuera uno de los elementos de la negociación —que invalidaría totalmente la labor del recién establecido tribunal (154) —. Por su parte, Estados Unidos, Francia y Rusia, temían que el arresto de Karadzic pudiera poner en peligro la vuelta de la paz a Serbia (155) . Incluso desde Naciones Unidas se elevaron voces críticas con la decisión de imputar en ese momento, mostrando el vivo debate acerca de las amnistías en la sociedad internacional. Según indica J. NEU (156) , el entonces secretario general de Naciones Unidas, Boutros Boutros-Ghali temía que esas imputaciones obstruyeran el proceso de paz, que tanto estaba costando sacar adelante.

A pesar de estas diferencias de opiniones entre los distintos fiscales del TPIY y las grandes potencias internacionales, así como de la institución que alumbró al tribunal, parte de las críticas que ha recibido este tribunal se deben a su gran dependencia política. Desde la determinación de su competencia temporal, que obviaba las causas del conflicto, hasta la decisión de no investigar y perseguir las actuaciones realizadas por la OTAN en la campaña de bombardeos aéreos en Kosovo, sus detractores han visto razones de carácter político y han considerado que la fiscalía y el tribunal se plegaron a los intereses de los Estados que les financiaban. Las otras críticas que ha recibido se han referido a la excesiva duración de los procedimientos y a los altos costes que ha supuesto. No obstante, en el balance de la tarea desempeñada por el TPIY, encontramos el procesamiento de 161 personas, de los cuales 90 han sido declarados culpables y se encuentran cumpliendo condena en múltiples Estados (157) . Sus principales aportaciones pueden apreciarse en el desarrollo del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, pues sus pronunciamientos han sido decisivos, entre otros ejemplos, para la determinación del carácter imperativo de la prohibición de cometer torturas y para afirmar la aplicación del tipo de crimen de guerra en conflictos armados no internacionales (158) , destacando que el castigo que merecen los perpetradores de atrocidades no depende del carácter del conflicto en el que participaron (159) . Son contribuciones todas ellas de alto valor, que se suman a las aportaciones de la jurisprudencia del TPIY con respecto a las obligaciones de los Estados, aplicables en los procesos de transición, que se apuntarán en el capítulo cuarto.

Tan solo un año después del establecimiento del TPIY, el Consejo de Seguridad optó por crear otro tribunal, siguiendo el mismo modelo, encargado de lidiar con los crímenes cometidos en la tragedia de Ruanda. Es importante señalar la primera diferencia que tiene lugar en su creación: en los momentos previos al establecimiento del tribunal, el gobierno de Ruanda lo apoyaba decididamente, de hecho, fue quien lo propuso en repetidas ocasiones al Consejo de Seguridad —al contrario de lo que ocurrió en la experiencia anterior, donde los líderes de la República Federal de Yugoslavia se habían opuesto a la creación de este—. El gobierno ruandés creía que si no se erradicaba la cultura de impunidad —arraigada en la sociedad ruandesa— no sería posible construir un Estado de derecho, ni alcanzar la reconciliación nacional. Sin embargo, Ruanda acabó votando en contra de la Resolución 955 (1994), que establecía el Tribunal Penal Internacional para Ruanda, por no incluir entre las sanciones la pena de muerte (160) . El gobierno ruandés, liderado por Paul Kagame, consideraba que, al ser una sanción prevista en el código penal ruandés, se llegaría a una situación en la que los máximos líderes —juzgados por el TPIR, cuya jurisdicción primaba sobre la nacional (161) — tendrían una pena más leve que los cargos medios —juzgados por los tribunales nacionales (162) —. Este desacuerdo, junto con el malestar que el gobierno ruandés aún tenía con la ONU por su inactividad durante el genocidio y algunas otras cuestiones que a continuación señalaremos, provocó que, pese al apoyo inicial, el gobierno de Ruanda fuera posteriormente muy crítico con el Tribunal. En esta dirección debemos mencionar, primero, que en el centro de las críticas, se encontraban los recelos del gobierno a que el TPIR investigara y juzgara a los miembros del Ejército Patriótico Ruandés —de etnia Tutsi, al igual que el gobierno de Kagame— contra los Hutus, y no se limitara a perseguir a los responsables del genocidio contra los Tutsi (163) . De hecho, ante la imputación de uno de los miembros del Ejército Patriótico Ruandés, el gobierno de Kagame presionó al Tribunal y logró convencer a otros Estados para que le apoyaran recurriendo su imputación. Las distintas presiones del gobierno en relación a la investigación de los actos cometidos por los Tutsi, llevaron a la destitución de la Fiscal del TPIR (164) .

En el caso de Ruanda, una segunda cuestión que resulta especialmente interesante considerar son las medidas implementadas a nivel nacional para hacer frente a los crímenes, el sistema de tribunales gacaca. Al igual que el TPIY, el TPIR estaba destinado a perseguir y juzgar a los máximos responsables de los crímenes, lo cual dejaba unos 120.000 sospechosos relacionados con el genocidio, esperando en las prisiones ruandesas a ser juzgados. Ante la perspectiva de que el sistema judicial estuviera colapsado durante años, el parlamento ruandés reinstauró los tribunales gacaca, un mecanismo de justicia tradicional en el que participan los ciudadanos, no profesionales del Derecho. Lo propio de este sistema es la celebración de audiencias en las que los responsables confiesan su culpabilidad a cambio de sentencias reducidas y que las víctimas perdonen a los perpetradores (165) . Este sistema era conocido por la población y, a diferencia del TPIR que se ubicó en Arusha (Tanzania), en éste la sociedad participaba de manera activa.

En tercer lugar, ha sido muy criticada la mala gestión de los órganos administrativos del Tribunal, que no le permitieron funcionar correctamente y, al igual que en el caso del TPIY, se ha criticado la excesiva lentitud de los procedimientos y el elevado coste de mantenimiento del tribunal. La falta de entendimiento entre el gobierno de Ruanda y el Tribunal resultaba muy perjudicial para la eficacia de la actividad del último, que necesitaba la colaboración estatal para el arresto de los acusados que se encontraban en territorio ruandés y para acceder a los documentos y a testigos. A pesar de ello, no puede obviarse que el Tribunal juzgó a la mayoría de ministros del gobierno vigente durante el genocidio, así como a otras personas directamente relacionadas con su planificación e implementación (166) .

Más allá de los fallos cometidos en el desarrollo de sus funciones, tanto el TPIR como el TPIY, tiene, sin duda, una evaluación global muy positiva. Además, lo expuesto pone de relieve experiencias muy relevantes de cara a un desarrollo y una evolución de la justicia transicional. La que se ha señalado como su principal flaqueza, la desconexión con la sociedad en la que se había producido el conflicto, ha ayudado a conformar una concepción de la justicia transicional eminentemente nacional. El carácter internacional de estos tribunales tenía como consecuencia inevitable que las sociedades víctimas del conflicto no participaran en la redacción del Estatuto, ni vivieran de cerca el desarrollo de los procedimientos. Particularmente, en el caso de Ruanda, esta situación se vio agravada a raíz de las diferencias entre los mecanismos tradicionales de justicia, propios de las comunidades locales del país, y las normas que fundamentan un proceso penal, por lo que tampoco sintieron como propios los procedimientos penales desarrollados en la jurisdicción nacional (167) . Ese sentimiento de que los procesos penales no pertenecen a la sociedad que fue víctima de los crímenes, tiene una consecuencia negativa en relación con las posibilidades de reconciliación nacional, que es sin duda un objetivo clave de la justicia transicional.

Es por ello que, después de la experiencia de estos tribunales penales internacionales, la comunidad internacional empleó un mecanismo distinto para asistir a los Estados en los procedimientos penales, tras graves violaciones de derechos humanos: los denominados tribunales híbridos. Es el caso del Tribunal Especial para Sierra Leona (2000) o las Cámaras Extraordinarias en las Cortes de Camboya (2003). La primera diferencia que merece la pena destacar es que se ubicaron en el país en cuestión, para superar las críticas de los anteriores por su lejanía con respecto de las comunidades afectadas, y combinaron jueces nacionales e internacionales, aunque seguían siendo mecanismos creados ad hoc, con un ámbito competencial limitado en el tiempo.

En todo caso, en paralelo al desarrollo de estos tribunales híbridos, estaba por fin materializándose un proyecto largamente esperado y por todos conocido, que es la Corte Penal Internacional, con carácter permanente y creado a través de un tratado internacional, al objeto de frenar las críticas que habían recibido otros tribunales creados por decisión del Consejo de seguridad. En relación con la CPI, es inconmensurable todo lo que se ha escrito, y no es, por lo demás, el objeto de este trabajo, por lo que carece de sentido introducirse en un estudio más profundo en relación con ella. No obstante, sí quiero señalar que, siguiendo con la cronología que ofrece TEITEL (168)  —y que hemos seguido al inicio de este capítulo— la tercera fase de la genealogía de la justicia transicional se corresponde con el momento actual en el que, según la autora, la justicia transicional ya no está constreñida a un momento temporal concreto, sino que está presente de manera habitual, por ejemplo, a través de la Corte Penal Internacional (169) . Asimismo, sí conforma el objeto de esta investigación el análisis de la interacción entre los tribunales penales internacionales —incluida la CPI— y las aportaciones del derecho penal internacional a la justicia transicional (170) . De hecho, fue tras la entrada en vigor del Estatuto de Roma y el inicio de la actividad de la Corte Penal Internacional, cuando surgió un importante debate en torno a la intervención de la comunidad internacional y del propio ordenamiento internacional en los procesos de justicia transicional, en la medida en que, en ocasiones, ha coincidido en el tiempo con la proclamación de amnistías por parte de las autoridades nacionales. Este solapamiento de distintas medidas para hacer frente a los crímenes del pasado, ha avivado el debate sobre la legalidad de las amnistías, su valor como herramienta de negociación con los grupos rebeldes, para propiciar la paz, y la soberanía de los Estados como fundamento para decidir sobre el desarrollo de su transición. De esta manera, procede destacar que, durante las décadas en las que operaron los tribunales penales internacionales e híbridos y la CPI comenzaba su andadura, los debates tradicionales de la justicia transicional, como el de justicia o paz, se situaron en este nuevo escenario como partidarios o detractores de la implicación de los tribunales penales internacionales (o híbridos) en los procesos de transición (171) .

Uno de los ejemplos de solapamiento de la persecución internacional y la amnistía, es el caso de Sierra Leona. En 1999, el gobierno y el grupo insurgente Frente Unido Revolucionario, tras años de conflicto armado y sin perspectivas de victoria militar por ninguna de las partes, firmaron el Acuerdo de Paz de Lomé, que establecía una amnistía general incondicional para todas las partes en el conflicto y la instauración de una Comisión de la Verdad y la Reconciliación. A pesar de seguir en vigor el acuerdo, el presidente del gobierno de Sierra Leona, en agosto del año 2000, solicitó al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas la creación de un tribunal internacional con competencia para juzgar los hechos cometidos durante el conflicto. Así surgió el Tribunal Especial para Sierra Leona, el primer tribunal penal internacional híbrido, administrado de manera conjunta por Naciones Unidas y el gobierno de Sierra Leona. Evidentemente, la amnistía acordada en Lomé no se hizo efectiva y el Tribunal Especial juzgó a los líderes de grupos insurgentes, de las Fuerzas de Defensa Civil y al entonces presidente de Liberia, Charles Taylor. Nueve de ellos y el propio Taylor fueron declarados culpables y condenados a penas de cárcel (172) .

Por su parte, el debut de la Corte Penal Internacional tuvo lugar también en el seno de un proceso de transición en el que se había optado por amnistiar, el de Uganda. En el año 2000, tras el conflicto armado que enfrentó durante décadas al gobierno de Museveni y al grupo rebelde Lord’s Resistance Army (LRA), liderado por Joseph Kony, se promulgó una amnistía para todos los que hubieran formado parte de la rebelión armada. Dos años después, con el Acta de Amnistía en vigor, el gobierno retomó las actividades militares contra los rebeldes y, en 2003, remitió la situación del norte de Uganda a la Corte Penal Internacional (173) . El 9 de julio de 2005, la Sala de Cuestiones Preliminares de la CPI emitió órdenes de arresto frente a cinco altos cargos del grupo LRA (174) , por crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra. A consecuencia de este hecho, el grupo rebelde se retiró del proceso de paz. Sorprendentemente, dos meses después, Vincent Otti pidió que se retomaran las negociaciones de paz, dando lugar al proceso de paz de Juba (175) . En ese contexto, el presidente Museveni declaró su intención de revocar la remisión de la situación a la CPI y otros miembros de su gobierno afirmaron que las medidas tradicionales de reconciliación serían suficientes para perseguir los crímenes cometidos por los rebeldes, sin necesidad de contar con la CPI (176) . En las conversaciones de paz que tuvieron lugar en Juba, el gobierno volvió a ofrecer una amnistía general para todos los miembros de LRA, incluidos aquellos sobre los que pesaba la orden de arresto de la CPI. Las dos partes firmaron un acuerdo de cese de hostilidades, en el año 2006, y acordaron un alto al fuego temporal, así como el compromiso de lograr un acuerdo de paz comprehensivo, que estableciera en el seno del Alto Tribunal de Uganda, una división especial para crímenes de guerra y promover el conocimiento de la verdad y los mecanismos de justicia tradicionales, propuestos por la comunidad residente en el norte de Uganda que habían sufrido en mayor medida el conflicto armado (177) . Ese compromiso dio fruto en junio de 2007, con el Acuerdo de Responsabilidad y Reconciliación, que creaba un marco nacional de justicia transicional, que concedía un lugar central a los mecanismos tradicionales de justicia (178) . Sin embargo, la negativa a retirar las órdenes de arresto por parte de la CPI, supuso el rechazo del líder del grupo LRA, Joseph Kony, a firmar el Acuerdo Final de Paz (179) , previsto para abril de 2008, con lo que el proceso de paz acabó (180) . En enero de 2015, Dominic Ongwen se entregó a la CPI y el 6 de mayo de 2021, la Sala de Primera Instancia lo condenó a 25 años de cárcel por la comisión de 61 crímenes, entre los que se encuentran varios crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra. El resto de miembros del LRA sobre los que pesan órdenes de arresto, permanecen huidos.

A pesar del cambio de estrategia del gobierno de Uganda, la CPI consideró que seguía siendo competente para juzgar el caso y declaró que los mecanismos de justicia, que contemplaban los acuerdos, eran ambiguos. El caso de Uganda no solo pone de manifiesto la disyuntiva entre la concesión de amnistías —o medidas análogas— y la intervención de un tribunal penal internacional, sino también recuerda los problemas de la falta de conexión con la sociedad afectada y las propias deficiencias del sistema de la CPI. Al ser una situación remitida a la CPI por el propio gobierno de Uganda, la petición de investigación al Fiscal se ceñía a los actos cometidos por el grupo rebelde en el norte del país, dejando a un lado los cometidos por las fuerzas del Estado. Esta parcialidad en las investigaciones de la CPI, sin duda, obstaculiza el derecho de las víctimas a obtener justicia y el propio proceso de reconciliación nacional, al igual que lo hacían los términos de los estatutos de los tribunales ad hoc al determinar su jurisdicción temporal. Es decir, los límites de la competencia de los tribunales penales internacionales y la configuración de su funcionamiento, les alejan de ser los instrumentos idóneos para lograr los objetivos de la transición, entendida como un proceso más amplio que la sola persecución penal de los máximos responsables por los crímenes más graves.

En todo caso, este repaso por la actividad de los tribunales penales internacionales nos lleva a reconocer la gran relevancia de su tarea tanto en el desarrollo del ordenamiento internacional —no solo en lo que se refiere al derecho penal internacional sino también al Derecho internacional humanitario y al Derecho internacional de los derechos humanos— como en la lucha contra la impunidad ante la comisión de los crímenes más graves. Su apuesta firme por la justicia penal, sin atender a cuestiones de oportunidad, ha colaborado en la configuración de la justicia como elemento fundamental en el postconflicto y ha servido de precedente para otros tribunales —tanto internacionales como nacionales—. Sin duda ha contribuido a la consideración de que las amnistías no son compatibles con el derecho internacional. Sin embargo, sus deficiencias y flaquezas también han resultado evidentes. Una de las flaquezas más relacionadas con los procesos de transición, como ya se ha comentado, es la lejanía de los procedimientos judiciales con respecto a la sociedad en la que ha ocurrido el conflicto y la falta de cooperación de los Estados implicados. La constatación de esta realidad ha influido también en la consideración de que los procesos de justicia transicional tienen que contar con el respaldo de la sociedad y contar con las especificidades de cada caso, cuestiones que serán abordadas en los documentos de las organizaciones internacionales que veremos en el próximo capítulo. En el capítulo tercero, nos detendremos en la práctica de los tribunales penales internacionales y su colaboración en el desarrollo del marco normativo de la justicia transicional.

2.3.2.  Los tribunales regionales de derechos humanos ante la justicia transicional

Como ya hemos anunciado, los tribunales regionales de derechos humanos han aportado muchos elementos relevantes para la construcción del derecho internacional de la justicia transicional, en su labor de órganos garantes de los de los derechos reconocidos en las convenciones de derechos humanos. Aunque analizaremos en el tercer capítulo de forma detenida su jurisprudencia, queremos en este epígrafe contextualizar su función.

Lo cierto es que esta aportación ha sido, en cierta medida, sorpresiva, probablemente incluso para los propios órganos judiciales, pues ha ido de la mano de la evolución de los sistemas regionales de protección de derechos humanos y de la relevancia que han adquirido en la sociedad internacional. Debemos tener presente que el objeto de los tratados a los que nos referimos es la protección internacional de los derechos humanos y este hecho les diferencia, en cierta medida, de los tratados internacionales clásicos. Como expuso J.A. CARRILLO SALCEDO (181) :

«en este tipo de tratados, en efecto, se atenúa, aunque no desaparece, la dimensión contractualista de los tratados en la medida en que la regulación convencional desborda la reciprocidad de derechos y deberes entre los Estados partes, ya que éstos buscan la consecución de un interés común más que la satisfacción de intereses particulares».


El autor los denomina tratados multilaterales normativos, por su intención de regular intereses de toda la comunidad internacional o de un grupo regional, formulando «reglas generales e impersonales», como si de una norma legislativa se tratara. Debido a la naturaleza de los intereses que están encaminados a proteger, estos tratados forman parte «de un conjunto normativo integrado por normas convencionales, normas consuetudinarias y principios de Derecho generalmente aceptados» (182) .

La Corte Internacional de Justicia ha indicado el carácter imperativo de algunos derechos humanos y hay un cierto consenso en la doctrina en torno al carácter imperativo de lo que han venido a llamar el núcleo duro de los derechos humanos. En este sentido, A. REMIRO (183)  indica que la universalidad es inherente a los derechos humanos básicos, por ser «expresión de la dignidad intrínseca de todo individuo». Explica que por eso se debe predicar la universalidad del «núcleo irreductible de derechos que componen esferas de protección prioritaria: represión de los actos de genocidio, crímenes de guerra y contra la humanidad, abolición de la esclavitud y la discriminación racial, lucha contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes». Más adelante subraya «que la universalidad del núcleo duro de los derechos humanos forma tándem indisociable con su imperatividad internacional. Son los derechos, mencionados, que no admiten suspensión bajo ninguna circunstancia o condición». CARRILLO SALCEDO (184)  también vincula estos derechos humanos básicos a su carácter inderogable: «aquellos que son absolutos y no pueden ser derogados en ninguna circunstancia» e «integran el núcleo duro de los derechos humanos, en tanto que expresión de una convicción jurídica universal: el rechazo a la barbarie».

La expresión núcleo duro de los derechos humanos indica que, sin el respeto a estos derechos, la dignidad de los seres humanos quedaría desprotegida. Por esa razón, el respeto de esos derechos es una obligación de carácter imperativo, obligatoria para todos los Estados sin importar su consentimiento y, por tanto, inderogable. A este respecto, hay algunas aportaciones más. La más completa es la introducida por el Comité de los Derechos Humanos quien, en la Observación General acerca de las reservas formuladas sobre el Pacto Internacional por los Derechos Civiles y Políticos (en adelante PIDCP):

«(…) las disposiciones del Pacto que son de derecho internacional consuetudinario (y a fortiori cuando tienen el carácter de normas perentorias) no pueden ser objeto de reservas. Así pues, un Estado no puede reservarse el derecho de practicar la esclavitud, de torturar, de someter a personas a tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes, de privar arbitrariamente a las personas de la vida, de detener y encarcelar arbitrariamente a las personas, de denegar la libertad de pensamiento, conciencia y religión, de presumir que una persona es culpable hasta que no demuestre su inocencia, de ejecutar a mujeres embarazadas o a niños, de permitir el fomento del odio nacional, racial o religioso, de denegar a las personas en edad núbil el derecho a contraer matrimonio o el de denegar a las minorías el derecho a gozar de su propia cultura, profesar su propia religión o utilizar su propio idioma» (185) .


Lo mismo podemos predicar de la prohibición del genocidio. Las partes en la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio quisieron dejar patente en el preámbulo que el delito que recoge el tratado es uno que «el mundo civilizado condena» (186) , expresión que se entiende hace referencia su carácter de ius cogens. La Corte Internacional de Justicia en su Opinión consultiva acerca de las reservas a esta convención se pronunció de la siguiente manera: «(…) los principios que subyacen a esta Convención son principios reconocidos por las naciones civilizadas como vinculantes para los Estados, incluso en ausencia de obligaciones convencionales». Y añadió: «La Asamblea General y las partes contratantes pretendían que la Convención tuviera definitivamente, por tanto, alcance universal» (187) . Más adelante, en el asunto Barcelona Traction, la Corte menciona de nuevo que las obligaciones que se derivan de la prohibición del genocidio tienen carácter erga omnes y continúa explicando que en este tipo de obligaciones están implicados derechos de especial importancia y, por tanto, todos los Estados tienen un interés legal en su protección (188) .

Lo expuesto coincide con el hecho de que en los textos convencionales de protección de derechos humanos y de Derecho internacional humanitario se indica expresamente que algunas de sus disposiciones no son derogables por los Estados y esto tiene consecuencias evidentes en los procesos de transición, en los que ni siquiera la excepcionalidad de las circunstancias sería suficiente para derogarlas (189) . Es el caso del artículo 4 del PIDCP, que prevé la suspensión de las obligaciones que contiene, en situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación, a excepción de la prohibición de la privación arbitraria de la vida, del sometimiento a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, de la esclavitud y la servidumbre, del encarcelamiento por incumplimiento de obligación contractual, del derecho a un juicio con todas las garantías, a no ser castigados por hechos que en el momento de su comisión no fueran delito, al reconocimiento de la personalidad jurídica y a la libertad de pensamiento, conciencia y religión. De modo parecido, el artículo 15 del Convenio Europeo de Derechos Humanos no permite la derogación en caso de estado de excepción del derecho a la vida, la prohibición de la tortura, la esclavitud o la servidumbre y de condenar sin ley previa. Y, de manera específica, otros tratados que también prohíben la derogación de algunas de sus disposiciones bajo cualquier circunstancia, como sucede con la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (190)  y la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (191) . Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos, incluye una lista más extensa y prohíbe, en su artículo 27, la suspensión del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho a la vida, a la integridad personal, la prohibición de la esclavitud y servidumbre, del principio de legalidad, de los derechos del niño, del derecho a la nacionalidad y de los derechos políticos y también de las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos.

En este contexto, de evolución de los derechos humanos, es en el que los Estados en transición —especialmente los europeos— han tardado poco tiempo en vincularse y comprometerse con los sistemas regionales de derechos humanos, pues siempre existe la intención de aparecer en la sociedad internacional como un nuevo Estado democrático comprometido con los valores del Estado de Derecho. En el ámbito americano, lo habitual es que los Estados en transición fueran ya parte del sistema interamericano de protección de derechos humanos. Como es ampliamente conocido, el TEDH y la CtIDH ofrecen a los particulares una vía subsidiaria de reclamación frente al incumplimiento, tras el agotamiento de los recursos dispuestos por el ordenamiento nacional, logrando el efectivo disfrute de los derechos humanos por parte de sus titulares o una reparación. Han sido precisamente estos mecanismos de protección de los derechos humanos los que han colocado a los tribunales regionales como actores protagonistas en el desarrollo de la justicia transicional.

Por lo que se refiere a los acontecimientos que han permitido la entrada en escena de estos tribunales de derechos humanos, uno de los más importantes que debemos señalar es la proclamación de amnistías por parte de los Estados en transición. Las leyes de amnistía impedían a las víctimas el ejercicio de su derecho a acceder a la justicia, a un procedimiento con todas las garantías y a la identificación de los culpables de las violaciones cometidas, así como a su condena. Además, la exoneración de responsabilidad penal comportaba normalmente la extinción de la responsabilidad civil derivada del delito, por lo que la amnistía obstruía el cauce del que disponen las víctimas para reclamar una reparación por el daño causado. A la ausencia de reparación del daño, en las experiencias de las décadas referidas, ha colaborado la inactividad del Estado, pues han faltado iniciativas, como planes de reparación nacionales que, aunque desligados de la responsabilidad penal de quienes cometieron las violaciones, proporcionaran reparación y satisfacción a las víctimas. En esta situación, los compromisos convencionales de los Estados en transición ofrecían una vía a los ciudadanos para iniciar sus reclamaciones de reparación, en ejercicio de los derechos inderogables que les conceden los sistemas regionales de protección de los derechos humanos y denunciando las carencias de las medidas nacionales de transición. En el ámbito americano, donde los Estados en transición ya eran parte de la Convención Americana de Derechos Humanos, las demandas de los ciudadanos reclamando sus derechos en contextos de transición, han propiciado no solo el desarrollo de los derechos convencionales sino también, la construcción de uno distinto: el derecho de las víctimas y de la sociedad en su conjunto a conocer la verdad de lo ocurrido en el conflicto. Este derecho, que trataremos con detenimiento más adelante, trae su causa del triste fenómeno de las desapariciones forzadas, tan común en los conflictos latinoamericanos, y la labor de la CtIDH lo ha convertido en una pieza esencial de las transiciones.

La actitud claramente cooperativa y de apoyo a la justicia y a la reparación de las vulneraciones de derechos que han adoptado estos tribunales regionales, incluso cuando se han encontrado con problemas jurídicos no menores a la hora de intervenir en estas demandas, es otro elemento que merece ser señalado. En muchas ocasiones, han logrado esquivar estos obstáculos con construcciones jurídicas muy interesantes algunas de las cuales vamos a señalar a continuación, sin perjuicio del estudio detenido del capítulo tercero. Digna de mención es la construcción de la doctrina de que hay unas obligaciones de Derecho internacional de carácter general aplicables a los procesos de justicia transicional, que van más allá de las normas convencionales, cuya vulneración también se puede denunciar ante estos órganos (192) , que pueden imponer sobre el Estado responsable la obligación de cumplir y reparar a las víctimas.

La interpretación que estos órganos hacen de las disposiciones convencionales y su aplicación en contextos de transición influye, además, no solo en el caso particular de la demanda en cuestión, sino en las decisiones de los demás, como se demostrará en el tercer capítulo. Este efecto es especialmente llamativo en la interpretación que estos tribunales han hecho para salvar el obstáculo que impedía a muchos Estados la persecución y el juicio a los responsables de crímenes graves: la no retroactividad de las leyes penales. Este principio, que es una concreción del principio de legalidad penal y está reconocido por los tratados de derechos humanos y por la Declaración Universal de Derechos Humanos, ha supuesto que la falta de tipificación en el ordenamiento nacional de algunos crímenes en el momento de su comisión impidiera sustanciar procedimientos penales contra los responsables. De hecho, la aplicación retroactiva de las normas penales fue el principal motivo de crítica a los tribunales de Nuremberg (193)  y, también con posterioridad, continuó siendo una cuestión difícil de salvar para los tribunales nacionales que querían juzgar crímenes contra la humanidad, genocidio o crímenes de guerra, como lo demuestran las experiencias europeas antes referidas. Actualmente, la vigencia del principio de legalidad en el Derecho penal internacional es incuestionable, tanto el Pacto Internacional por los Derechos Civiles y Políticos (194)  como el Convenio Europeo de Derechos Humanos (195)  prevén la posibilidad de juzgar y condenar a quien cometa una conducta considerada como delito de acuerdo al Derecho internacional, y la idea de que lo relevante es que las conductas denunciadas se consideren delito no en el derecho interno del Estado, sino en el Derecho internacional en el momento de comisión de los hechos, ha sido la llave que ha permitido a los tribunales de derechos humanos declarar la responsabilidad de los Estados que no permitieron el juicio de los responsables de violaciones graves de derechos humanos o DIH (196) .

En el ámbito americano, es particularmente interesante para el objeto de este estudio el hecho de que la Convención Americana declare como no derogables las garantías judiciales para la protección de los derechos nombrados, como se verá más adelante. Además, la CtIDH ha ido más allá, calificando algunas normas de la Convención Americana como absolutas e inderogables y declarando expresamente que pertenecen al ius cogens. Así, por ejemplo, ha establecido que «la prohibición de la desaparición forzada de las personas y la correspondiente obligación de investigar y castigar a los responsables ha alcanzado el estatus de jus cogens» (197) .

Tan sobresaliente ha sido la labor de estos tribunales que nos encontramos con que el ritmo de evolución de otros organismos internacionales es bien distinto. Así, el reciente texto del proyecto de Conclusiones sobre las normas imperativas de derecho internacional general (ius cogens) de la Comisión de Derecho Internacional (198) , incluye una lista de normas de esa naturaleza que, si bien no es exhaustiva, no incluye las mencionadas por la CtIDH. Se limita a señalar la prohibición de la agresión, del genocidio, de los crímenes de lesa humanidad, las normas básicas de DIH, la prohibición de la discriminación racial y el apartheid, la prohibición de la esclavitud, la prohibición de la tortura y el derecho a la libre determinación. En todo caso, retomaremos más adelante la labor jurídica que han desarrollado los tribunales regionales de derechos humanos.

3.  Conclusiones

En este capítulo hemos querido reflejar el punto de partida de la creación del marco normativo de la justicia transicional, tanto en las experiencias que dan origen al estudio de las transiciones, como en los distintos actores que participan en la conversación y que sitúan las transiciones de los Estados a la paz y a la democracia como un objeto del Derecho internacional.

Podemos concluir que la atención que presta la sociedad internacional a las transiciones, que son procesos de ámbito nacional, va unida al desarrollo de dos ramas del ordenamiento internacional: el Derecho internacional de los derechos humanos y el Derecho penal internacional. Es a partir de la segunda guerra mundial y de la experiencia de los tribunales de Nuremberg y Tokio, cuando la sociedad internacional entiende que hay crímenes que deben ser condenados por toda la comunidad y cuyo castigo no puede depender de las decisiones nacionales. También es a partir de ese momento cuando se empiezan a desarrollar los instrumentos de protección de los derechos humanos y los tribunales regionales empiezan su andadura. Estos dos fenómenos son responsables de «elevar» al plano internacional las vulneraciones graves de derechos a las que se hacen frente en los procesos de transición.

Sin embargo, la Guerra Fría impidió que el modelo de tribunales penales internacionales se impusiera y el incipiente desarrollo del Derecho internacional de los derechos humanos no era suficiente para que los Estados se vieran condicionados en el diseño de sus transiciones por las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Así, nos encontramos con que las transiciones ocurridas durante la década de los 90 se caracterizan por seguir un enfoque de ámbito nacional y por poner en duda el modelo de justicia retributiva como el adecuado para lograr la reconciliación, por lo que las leyes de amnistía debutaron como protagonistas.

Son las transiciones de los países del centro y este de Europa las que cambian la tendencia. Suceden en un contexto muy distinto a las ocurridas en América Latina o en África, en tanto que los Estados contaban con una herencia distinta —un fuerte aparato estatal, la ausencia de conflicto armado activo o de grupos armados con los que hubiera que negociar la paz— y estaban rodeados de los Estados de Europa occidental, que se encontraban muy integrados en torno a los valores de la democracia liberal y el Estado de Derecho. Por estas razones, deciden llevar a cabo procesos de transición en los que se hiciera justicia frente a los crímenes de los regímenes comunistas y se reformaran las instituciones del Estado, profundamente impregnadas de los intereses del régimen, sin alterar los estándares propios del Estado de Derecho. Para lograrlo, encuentran en el Derecho internacional el instrumento necesario y adecuado.

En paralelo, los tribunales regionales de derechos humanos habían iniciado su actividad y, entre otras muchas, llegaron ante sí demandas contra las medidas adoptadas por los Estados en el marco de la transición o denunciando la ausencia de ellas por no proteger sus derechos, lo que implicaba el incumplimiento del Estado de sus obligaciones internacionales. No olvidemos que las cuestiones que se dirimen en los contextos de transición son entre el Estado y los ciudadanos, no entre Estados, por lo que el ámbito normativo aplicable es el del Derecho internacional de los derechos humanos. De esta manera, los tribunales de derechos humanos se encuentran a sí mismos en el centro de los debates en torno a la idoneidad de las medidas de justicia transicional adoptadas por los Estados.

Como hemos señalado en reiteradas ocasiones, las cuestiones en torno a la impunidad de los responsables de violaciones graves de derechos humanos —a raíz de las amnistías o de la incapacidad de los Estados para perseguir y juzgar— han ocupado un espacio central en la consideración de las transiciones y han motivado la participación de los tribunales penales internacionales, promovidos y establecidos por Naciones Unidas. Si bien sus pronunciamientos han sido decisivos en el desarrollo del elemento de la justicia penal, su desconexión con la sociedad en la que se había producido el conflicto reducía el respaldo social y suponía, por lo menos, su insuficiencia para lograr la reconciliación. Estas y otras cuestiones van reflejándose en las consideraciones de las organizaciones internacionales sobre las transiciones que, como trataremos en el próximo capítulo, van conformando una visión holística de la justicia transicional y derivando de esta un conjunto de deberes estatales.






OEBPS/images/im0001865388.jpg
El Derecho internacional

de la justicia transicional

La construccion del marco
normativo de las transiciones

Maria Garcia Casas

&. Wolters Kluwer





OEBPS/content/NcxToHtml.html












































		Autor

		Prólogo

		Abreviaturas

		Presentación

		Capítulo I El interés de la sociedad internacional por las transiciones		1. Los elementos a debate en los procesos de transición de finales del siglo XX

		2. La unión espontánea entre el Derecho internacional y la justicia transicional

		3. Conclusiones





		Capítulo II Las organizaciones internacionales como foro para la creación del marco normativo de la justicia transicional		1. Las resoluciones de las organizaciones internacionales y el Derecho internacional general

		2. Los trabajos de las organizaciones internacionales relativos a la justicia transicional

		3. Conclusiones





		Capítulo III La contribución de los tribunales internacionales a la justicia transicional		1. Las decisiones de los tribunales como medio auxiliar para la determinación de normas de derecho internacional general

		2. Las decisiones de los tribunales regionales de derechos humanos y de los Comités de Naciones Unidas

		3. Las decisiones de los tribunales penales internacionales e híbridos

		4. Conclusiones





		Capítulo IV La práctica de los estados en transición en el siglo XXI		1. La identificación de la práctica estatal

		2. La práctica estatal: una selección de casos de procesos de transición culminados

		3. Transiciones lideradas o acompañadas por organizaciones internacionales

		4. Conclusiones





		Conclusiones

		Bibliografía











OEBPS/images/im0001855967.jpg
3. Wolters Kluwer






